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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GUADALAJARA DE BUGA (V.) 
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Auto Interlocutorio No.  525 

RADICACIÓN:      76-111-33-33-002-2020-00233-00 
DEMANDANTE:    GUSTAVO ADOLFO AGUILAR GUTIÉRREZ y Otros 
     ximenaleal79@hotmail.com  
DEMANDADO:     NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL  
MEDIO DE CONTROL:  REPARACION DIRECTA  
 

 

Habiéndose decidido por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el recurso de apelación 

interpuesto contra la decisión que rechazó la demanda, procede el Despacho a obedecer y cumplir lo 

allí resuelto, y a continuar con el trámite procesal de la demanda. 

  

ANTECEDENTES 

 

Mediante apoderado judicial, los señores Los señores Cristian Camilo Betancourth Hernández, Luz 

Vivian Bentancourth Hernández, Cindy Lorena Betancourth Hernández y Rigoberto Noguera 

Betancourth, interpusieron demanda en el medio de control Reparación directa,  en contra de la Nación 

– Ministerio de Defensa – Ejercito Nacional, con el fin de que sea declarada administrativa y 

extracontractualmente responsable por todos los perjuicios del orden material  e inmaterial, causados 

con ocasión de las afecciones psiquiátricas que desarrolló el señor Cristian Camilo Betancourth 

Hernández mientras se encontraba prestando su servicio militar obligatorio en el Batallón “Palacé” de 

Buga , correspondiéndole por reparto a este Despacho. 

 

Habiéndose propuesto recurso de apelación en contra del Auto Interlocutorio No. 029 del 21 de enero 

de 2021 mediante el cual se rechazó la demanda, el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca con 

ponencia del señor Magistrado Dr. Guillermo Poveda Perdomo y a través del Auto Interlocutorio No. 

177 del 26 de octubre de 2022, expuso en su parte considerativa que: 

 

“Como se transcribió en líneas arriba, la sentencia del 7 de julio de 2011 del Consejo de Estado, el 

término de la caducidad, se cuenta a partir de la expedición del acta de la Junta Médica Laboral.” 
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Resolviéndose en tal sentido lo siguiente: 

 

“PRIMERO: REVOCAR el auto interlocutorio Nro. 029 del 21 de enero de 2021 por el Juzgado 

Segundo Administrativo del Circuito de Buga, conforme a las razones expuestas en la parte motiva 

de esta providencia. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER el expediente al juzgado de origen, hechas las anotaciones 

correspondientes, para que continúe con el trámite correspondiente.” 

 

CONSIDERACIONES 

 

Conforme lo expuesto y habiéndose resuelto por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el 

recurso de apelación propuesto por el apoderado judicial en contra de la decisión que rechazó la 

demanda, donde se dispuso revocar dicho Auto, se procederá a obedecer y cumplir lo dispuesto por 

el Superior Funcional. 

 

Así las cosas, Encontrándose la demanda de la referencia a Despacho para decidir sobre su admisión, 

se observa que la misma está llamada a inadmitirse por las siguientes razones: 

 

Se verifica que no se encuentra acreditado el envío simultáneo de la demanda y sus anexos a las 

demandadas, aspecto que contraría lo normado en el numeral 8 del artículo 35 de la Ley 2080 de 

2021, a través del cual se modificó y agrego un numeral al artículo 162 del CPACA, del siguiente 

tenor:    

 

“Artículo 35. Modifíquese el numeral 7 y adiciónese un numeral al artículo 162 de la Ley 1437 de 

2011, el cual quedará así: 

 

(…) 

 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio 

electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando se soliciten medidas 

cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado. Del 

mismo modo deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el 

escrito de subsanación. El secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya 

acreditación se inadmitirá la demanda (…)” (Negrillas fuera de la norma.)  

 



Igualmente, y en aras de evitar inconsistencias de tiene que para la fecha de la presentación de la 

demanda, la norma aplicable en su momento era el artículo 6 del Decreto 806 de 2020,  empero el 

requisito ahí  establecido  se encuentra hoy vigente a través  del numeral 8 del artículo 35 de la Ley 

2080 de 2021 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Buga, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. - Obedecer y Cumplir lo resuelto por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca con 

ponencia del Magistrado Guillermo Poveda Perdomo y a través del Auto Interlocutorio No. 177 del 26 

de octubre de 2022,, mediante el cual se resolvió: 

 

“PRIMERO: REVOCAR el auto interlocutorio Nro. 029 del 21 de enero de 2021 por el Juzgado 

Segundo Administrativo del Circuito de Buga, conforme a las razones expuestas en la parte motiva 

de esta providencia.” 

 

PRIMERO. - Inadmitir la demanda de la referencia, con fundamento en lo manifestado en la parte 

motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO. - Conceder el término de diez (10) días a la parte actora, para que subsane lo señalado 

anteriormente, so pena de ser rechazada la demanda, advirtiéndose que los memoriales y documentos 

deben ser allegados en medio digital remitido ello única y exclusivamente en medio digital remitido 

al siguiente correo electrónico: j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co. Por el mismo medio, 

deberán allegar los documentos que acrediten la calidad de representante legal de la Entidad, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 159 del CPACA. Lo anterior a fin de contribuir con la 

austeridad del gasto, disminuir la asistencia al Despacho, facilitar el litigio, y obtener los documentos 

digitalizados para la alimentación del expediente electrónico que puede ser consultado en el SAMAI y 

en la página web del Despacho www.juzgado02adtivobuga.com.  

 

Elaboró: JEGC 

Notifíquese y Cúmplase, 

 

Firmado Por:
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Juan Miguel Martinez Londoño

Juez Circuito

Juzgado Administrativo
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Buga - Valle Del Cauca
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GUADALAJARA DE BUGA (V.) 
 

Guadalajara de Buga (V.), veinticuatro (24) de julio de dos mil veintitrés (2023). 

 

Auto Interlocutorio No.   523 

RADICACIÓN:      76-111-33-33-002-2022-00577-00 
DEMANDANTE: JAMES ENRIQUE MUÑOZ 
  notificacionescartago@lopezquinteroabogados.com 
DEMANDADOS:  NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG) 
  notjudicial@fiduprevisora.com.co 
  procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 
   MUNICIPIO DE TULUÁ (V.) 
     juridico@tulua.gov.co 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
 

 

Vencido como se encuentra el término otorgado a la parte demandada para contestar la demanda, 

procede el Despacho a resolver las excepciones previas y a analizar si hay lugar a pasar el proceso a 

sentencia anticipada. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 modificatoria del parágrafo 2° del artículo 175 de la Ley 1437 de 

2011, señala que “las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 

100, 101 y 102 del Código General del Proceso”; por su parte, el artículo 101 del CGP establece que 

“el juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la práctica de pruebas, antes de la 

audiencia inicial”. 

 

Siguiendo el trámite establecido por el Legislador en las normas en cita, procede el Despacho a 

pronunciarse sobre las excepciones propuestas como previas por las demandadas, resaltándose que 

no existen excepciones de esta naturaleza por resolver de la demandada Nación - Ministerio de 

Educación - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no 

contestó la demanda según lo hizo constar la Secretaría del Juzgado. 

 

Por parte del municipio de Tuluá (V.) se propusieron las siguientes: 
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1. “Caducidad de la Acción”, sustentada en que, tal y como se afirma en el hecho sexto del escrito de 

contestación de la demanda, no es cierto que se haya configurado un acto administrativo ficto por 

parte del municipio de Tuluá (V.), toda vez que frente a la petición de reconocimiento de sanción 

moratoria radicada el 29 de octubre de 2021 ante la Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag) y con copia al municipio de Tuluá (V.), a la cual le 

correspondió el Radicado No. TUL2022ER009068, se tiene que dicho Ente Territorial si dio respuesta 

el día 26 de octubre de 2022 bajo el Radicado No. TUL2021EE017300.  

 

Se señala que con la referida respuesta proferida por la Secretaria de Educación, se acreditó la 

declaración de voluntad de la administración tendiente a producir efectos jurídicos, donde se le advirtió 

a la peticionaria que a la Entidad no le asiste competencia para hacer el reconocimiento de lo 

pretendido, toda vez que, de conformidad con lo estipulado en la Ley 91 de 1989, el Acuerdo 039 de 

1998, el Decreto 2831 de 2005, el Decreto 1272 de 2018 y el Comunicado No. 008 del 11 de diciembre 

de 2020 expedido por el Fomag, es este Fondo quien está a cargo del pago de cesantías e intereses 

a las cesantías de los docentes a través de la Fiduprevisora S.A., de acuerdo al procedimiento y el 

cronograma establecido por el Fomag, por lo cual no se accedió a lo solicitado y por competencia se 

remitió la solicitud ante la Fiduprevisora S.A.. Indicándose además que dicha respuesta fue recibida 

por el usuario de la Abogada Laura Pulido Salgado en el Sistema de Atención al Cliente (SAC) del 

Ministerio de Educación y adicionalmente se le envió de manera automática por el sistema SAC y vía 

email al correo electrónico de la referida apoderada. 

 

Siendo ello así, reitera que no existe el supuesto acto administrativo ficto, comoquiera que, con las 

actuaciones realizadas por la Entidad Territorial demandada se dio efectiva contestación a las 

peticiones elevadas por la parte actora, incluso, con una remisión de su solicitud por el factor de 

competencia al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag). 

 

Advierte que, la apoderada judicial de la parte actora conocía de la decisión de la Secretaría de 

Educación, esto es, la respuesta emitida el 06 de noviembre de 2021 por el Ente Territorial - Secretaría 

Municipal de Educación, bajo el Radicado No. TUL2022EE017300, pero omitió agotar la vía 

administrativa como requisito formal para acudir ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa con 

la finalidad de pretender la nulidad del mencionado acto administrativo; así las cosas, la parte 

demandante tenía 4 meses contados a partir de la notificación del acto administrativo para ejercer la 

acción de nulidad y restablecimiento del derecho, esto es, hasta el 6 de marzo de 2022 pero en los 

documentos que acompañan la demanda no se acreditó haber agotado la vía administrativa, por lo 

tanto, ya se encuentra fenecido o caducado el término perentorio establecido para ejercer la acción 

ante esta jurisdicción.  

 



Concluye entonces que para el acto administrativo antes descrito operó la caducidad de la acción ya 

que a la fecha transcurrieron más de cuatro meses desde la notificación del mismo, tal como lo señala 

la norma. 

 

2. “Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva”, sustentada en que el municipio de Tuluá (V.) no es 

el llamado a responder por las presuntas declaraciones y condenas solicitadas por la parte actora, 

dado que el Ente Territorial no ha ocasionado perjuicio alguno a la parte demandante por acción u 

omisión. 

 

De igual manera, señala que, de conformidad con la normativa vigente para el pago de las 

prestaciones sociales del personal docente, el municipio de Tuluá (V.) - Secretaría de Educación 

Municipal es el encargado de liquidar y reportar a la Fiduprevisora S.A. las cesantías e intereses a las 

cesantías anualmente, sin embargo, no es la entidad encargada de realizar el pago de la respectiva 

prestación. 

 

3. “Prescripción”, sustentada en que lo pretendido en la demanda es prescriptible, en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968.  

 

Habiéndose corrido traslado de las excepciones previas propuestas conforme se informó en la 

Constancia Secretarial, la parte actora guardó silencio al respecto.  

 

En tal sentido el Despacho procede a decidir lo atinente a las excepciones previas propuestas: 

 

1. Frente a la excepción de caducidad propuesta por el municipio de Tuluá (V.), sustentada en que 

debió de demandarse el acto administrativo expreso por el cual dicho Ente Territorial dio una respuesta 

de fondo a la petición radicada el 29 de octubre de 2021, mediante el cual se solicitaba el 

reconocimiento y pago en favor de la peticionaria, de la sanción moratoria por la no consignación 

oportuna de las cesantías correspondientes a la vigencia 2020 de conformidad con lo normado en el 

artículo 99 de la Ley 50 de 1990, este Despacho verifica que con las contestaciones de la demanda 

allegadas por las demandadas, no se acredita de manera alguna lo manifestado en la presente 

excepción por el municipio de Tuluá (V.). 

 

Se explica que en este caso se demanda un acto administrativo ficto producto del silencio 

administrativo negativo, el cual puede ser demandado en cualquier tiempo, de conformidad con el 

literal d) del numeral 1° del artículo 164 del CPACA, del siguiente tenor: 

  

“Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser presentada: 
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1. En cualquier tiempo, cuando: 

 

(...) 

 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo;” (Negrilla del Despacho). 

 

Además, se explica que las negaciones indefinidas no admiten prueba, ya que con ello se invierte la 

carga de la prueba, de tal suerte que es a la contraparte a quien le corresponde demostrar lo contrario. 

 

Habiéndose explicado lo anterior, para demandar el acto ficto producto del silencio administrativo 

negativo, basta con allegar la petición radicada ante la administración, y afirmar que no hubo respuesta 

al respecto, pues con esta negación indefinida se invierte la carga de la prueba, correspondiéndole a 

la entidad demandada entrar a demostrar probatoriamente que sí emitió el pronunciamiento expreso 

y que éste quedó legalmente notificado al peticionario, aspectos tales que no fueron acreditados de 

ninguna manera por las aquí demandadas en sus respuestas allegadas. 

 

Conforme a lo expuesto este Juzgado negará la excepción de caducidad propuesta. 

 

2. Frente a la excepción de “Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva” propuesta por el municipio 

de Tuluá (V.), el Despacho considera que es necesario abordar el estudio de fondo del proceso y en 

concreto profundizar sobre todo el marco normativo que regula la sanción moratoria generada por la 

no consignación oportuna de las cesantías, para determinar si la demandada se encuentra legitimada 

en la causa y si debe o no reconocer y pagar la sanción moratoria discutida por la parte demandante.  

 

Bajo ese entendido, el Despacho considera que para lograr determinar con plena certeza si a la 

demandada le asiste algún tipo de responsabilidad en el asunto, habría la necesidad de adentrarnos 

en un estudio más de fondo, lo cual no es propio de esta etapa previa del proceso, razón por la cual 

será aplazada la resolución de esta excepción previa hasta el momento de dictarse la sentencia.  

 

3. Por última, en lo atinente a la excepción de “prescripción” propuesta por el municipio de Tuluá (V.), 

se resalta que el estudio de esta excepción se encuentra supeditada al estudio del fondo del asunto, 

para determinar en primera medida si el demandante tiene derecho a la pretendida sanción moratoria, 

razón por la cual la decisión de esta excepción se pospondrá hasta el momento de emitirse la 

correspondiente sentencia, si a ello hubiere lugar. 

 



A continuación, habiéndose pasado a Despacho el proceso de la referencia a fin de fijar fecha y hora 

para la realización de la audiencia inicial, se observa que no hay lugar a ello, pues con la entrada en 

vigencia de la Ley 2080 de 20211, se pueden prescindir de las demás etapas procesales para dictar 

sentencia anticipada, veamos: 

 

“Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: 

 

Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;  

 

b) Cuando no haya que practicar pruebas;  

 

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la 

contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;  

 

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 

haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y 

fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.” (Negrillas por fuera del texto).  

 

Atendiendo los postulados de la nueva norma, la cual resulta aplicable según los lineamientos del 

artículo 40 de la Ley 153 de 18872, en primer lugar, se efectuará el decreto de las pruebas aportadas 

a este proceso. 

 
1 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN MATERIA DE 

DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN ANTE LA JURISDICCIÓN” 
2 “Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde 

el momento en que deben empezar a regir. 

 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias 

iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, 

se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias 

o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda 

con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad.” 



 

En tal sentido y frente a las solicitudes probatorias realizadas por la parte demandante, de oficiar i) al 

municipio de Tuluá (V.) y/o Secretaría de Educación a fin de que “se sirva certificar la fecha exacta en 

la que consignó como patrono de mi mandante las cesantías que corresponden al trabajo realizado 

como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el Fomag, 

y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, y ii) al Ministerio de Educación Nacional 

para que se sirva “certificar de mi mandante que labora en LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL 

MUNICIPIO DE TULUÁ, la fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo 

realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, debe explicarse que las 

negaciones indefinidas no admiten prueba, ya que con ello se invierte la carga de tal suerte que le 

corresponde a la contraparte demostrar lo contrario.  

 

Así las cosas, dentro del presente asunto se tiene que en el hecho “QUINTO” del libelo introductorio 

se afirma que “la entidad territorial y el MEN, no han procedido de manera efectiva a consignar ni los 

intereses a las cesantías, ni tampoco las cesantías que corresponde a su labor como servidor público 

del año 2020”. 

 

Habiéndose explicado lo anterior, basta con afirmar que no hubo consignación efectiva de las 

cesantías, pues con esta negación se invierte la carga de la prueba, correspondiéndole a la entidad 

demandada entrar a demostrar probatoriamente que sí cumplió con la consignación en tiempo 

oportuno, siendo ello así, este Juzgado denegará la solicitud probatoria por resultar superflua al 

proceso, pues no prestaría ningún servicio en la medida en que se dirige a acreditar una negación 

indefinida. 

 

Acto seguido, se fija el litigio en el presente asunto, el cual se contrae en establecer si el acto ficto 

demandado se encuentra viciado de nulidad y en consecuencia establecer si a la parte demandante 

le asiste el derecho a que se le reconozca y pague la sanción moratoria por la no consignación 

oportuna de las cesantías correspondientes a la vigencia 2020, de conformidad el artículo 99 de la Ley 

50 de 1990. 

 

De ser el caso, se estudiará si a la parte demandante le asiste el derecho a la indemnización por el 

pago tardío de los intereses a las cesantías, conforme al artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 

1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991. 

 

Finalmente se abordará el estudio de la falta de legitimación en la causa por pasiva propuesta por el 

municipio de Tuluá (V.) y de ser el caso, si ha operado o no el fenómeno prescriptivo.   



 

Así mismo, se prescindirá de las demás etapas procesales a fin de emitir sentencia anticipada en 

forma escrita, y consecuencialmente se correrá traslado a las partes para alegar de conclusión por el 

término de diez (10) días, el cual comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, y 

durante el cual la representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo 

tiene. 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Guadalajara de Buga, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. - Tener por no contestada la demanda por la Nación - Ministerio de Educación - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no contestaron la misma 

conforme se informó en Constancia Secretarial del 23 de junio de 2023. 

 

SEGUNDO. - Declarar no probada la excepción de “caducidad” propuesta por el municipio de Tuluá 

(V.), conforme se analizó en las consideraciones de este proveído. 

 

TERCERO. - Aplazar hasta la sentencia la decisión de la excepción de “Falta de legitimación en la 

causa por pasiva” propuesta por el municipio de Tuluá (V.), conforme se explicó en las consideraciones 

de este proveído. 

 

CUARTO. - Posponer hasta la sentencia la decisión de la excepción de “Prescripción” propuesta por 

el municipio de Tuluá (V.), conforme se explicó en las consideraciones de este proveído.    

 

QUINTO. - Decretar como prueba los documentos acompañados con la demanda obrantes a fls. 55 

a 63 y 315 a 318 del archivo 002DemandaAnexos, los cuales serán valorados al momento de dictarse 

el fallo con el alcance que tengan. 

 

SEXTO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al municipio de Tuluá (V.) 

a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de conformidad con lo 

analizado en la parte considerativa de este proveído.  

 

SÉPTIMO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al Ministerio de 

Educación Nacional a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de 

conformidad con lo analizado en la parte considerativa de este proveído.  
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OCTAVO. - Sin pruebas que decretar de la Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no contestó la demanda según lo hizo 

constar la Secretaría del Juzgado.  

 

NOVENO. - Decretar como prueba los documentos acompañados con la contestación de la demanda 

por el municipio de Tuluá (V.), obrantes a fls. 20 a 22, 24 a 27 del archivo 

007ContestacionDdaMpioTulua, los cuales serán valorados al momento de dictarse el fallo con el 

alcance que tengan. 

 

DÉCIMO. - Decretar como prueba los antecedentes administrativos aportados con la contestación de 

la demanda por el municipio de Tuluá (V.), obrantes a fls. 18 a 19, 23 y 29 del archivo 

007ContestacionDdaMpioTulua, los cuales serán valorados al momento de dictarse el fallo con el 

alcance que tengan. 

 

UNDÉCIMO. - Declarar fijado el litigio en los términos establecidos en la parte motiva de este 

proveído. 

 

DUODÉCIMO. - Prescindir de las demás etapas del proceso, de conformidad con los lineamientos 

previstos en el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado a dicho Estatuto por el artículo 42 

de la Ley 2080 de 2021. 

 

DECIMOTERCERO. - Correr traslado a las partes para alegar de conclusión por el término de diez 

(10) días, término que comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, durante 

el cual la representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo tiene. Se 

advierte que los memoriales deberán ser allegados única y exclusivamente en medio digital, remitidos 

al correo electrónico j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co, lo anterior a fin de contribuir con la 

austeridad del gasto, reducir la asistencia al Despacho, facilitar el litigio y obtener los documentos 

digitalizados para la alimentación del expediente electrónico, el cual puede ser consultado en el SAMAI 

y en la página web del Despacho www.juzgado02adtivobuga.com.  

 

DECIMOCUARTO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderado judicial principal y 

suplentes respectivamente, del demandado municipio de Tuluá (V.) a los Abogados Alonso Betancourt 

Chávez, identificado con C.C. No. 94.367.905 y portador de la T.P. No. 129.431 del C.S. de la J., 

Yurany Hincapié Velásquez, identificada con C.C. No. 38.793.503 y portadora de la T.P. No. 170.884 

del C.S. de la J., Lisseth Katerine Lagos Villota, identificada con la C.C. No. 1.128.435.080 y portadora 

de la T.P. No. 306.295 del C.S. de la J., y David Ramírez Jiménez, identificado con la C.C. No. 

1.116.239.495 del C.S. de la J. y portador de la T.P. No. 334.030 del C.S. de la J., en los términos y 
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para los efectos dispuestos en el memorial poder allegado con la contestación de la demanda. 

 

Elaboró: YDT 

Notifíquese y Cúmplase, 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GUADALAJARA DE BUGA (V.) 
 

Guadalajara de Buga (V.), veinticuatro (24) de julio de dos mil veintitrés (2023). 

 

Auto Interlocutorio No.   524 

RADICACIÓN:      76-111-33-33-002-2022-00583-00 
DEMANDANTE: JORGE MARIO ROMÁN OSORIO 
  notificacionescartago@lopezquinteroabogados.com 
DEMANDADAS:  NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG) 
     notjudicial@fiduprevisora.com.co 
     DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA 
     njudiciales@valledelcauca.gov.co 
     silviazambranoabogada@gmail.com 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
 

 

Vencido como se encuentra el término otorgado a la parte demandada para contestar la demanda, 

procede el Despacho a resolver las excepciones previas y a analizar si hay lugar a pasar el proceso a 

sentencia anticipada. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 modificatoria del parágrafo 2° del artículo 175 de la Ley 1437 de 

2011, señala que “las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 

100, 101 y 102 del Código General del Proceso”; por su parte, el artículo 101 del CGP establece que 

“el juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la práctica de pruebas, antes de la 

audiencia inicial”. 

 

Siguiendo el trámite establecido por el Legislador en las normas en cita, procede el Despacho a 

pronunciarse sobre las excepciones propuestas como previas por las demandadas, resaltándose que 

no existen excepciones de esta naturaleza por resolver de la demandada Nación - Ministerio de 

Educación - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no 

contestó la demanda según lo hizo constar la Secretaría del Juzgado. 

 

Por parte del departamento del Valle del Cauca se proponen las siguientes: 

 

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j02adtivobuga_cendoj_ramajudicial_gov_co/EpD3MAuVaUtCvJouHntyDwQBBqdpVw3917vRYb9ofczoAg?e=96t0Fo
mailto:notificacionescartago@lopezquinteroabogados.com
mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:njudiciales@valledelcauca.gov.co
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/j02adtivobuga_cendoj_ramajudicial_gov_co/EULWFXyI_99OgYs1mvQf5dsBk7-HbZVhzSXTtNIb20PFmQ?e=Xybshw
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/j02adtivobuga_cendoj_ramajudicial_gov_co/EejGt3lJYtBOtg8LH5h10kwBZ1HFxu9WRIb-i49YMxp_eg?e=8nVVua


1. “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, sustentada en que las pretensiones de la demanda 

carecen de causa y objeto, pues a su consideración el ente territorial no está llamado a responder por 

éstas, comoquiera que dicha atribución es de competencia del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio (Fomag) a través del Ministerio de Educación.  

 

2. “Prescripción”, sustentada en que lo pretendido en la demanda es prescriptible, en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 488 del C.S.T. y artículo 151 del C.P.L.  

 

Habiéndose corrido traslado de las excepciones previas propuestas conforme se informó en la 

Constancia Secretarial del 10 de julio de 2023, la apoderada judicial de la parte demandante guardó 

silencio al respecto.  

 

En tal sentido el Despacho procede a decidir lo atinente a las excepciones previas propuestas: 

 

1. Frente a la excepción de “falta de legitimación en la causa por pasiva” propuesta por el 

departamento del Valle del Cauca, el Despacho considera que es necesario abordar el estudio de 

fondo del proceso y en concreto profundizar sobre todo el marco normativo que regula la sanción 

moratoria generada por la no consignación oportuna de las cesantías, para determinar si la 

demandada se encuentra legitimada en la causa y si debe o no reconocer y pagar la sanción moratoria 

discutida por la parte demandante. 

 

Bajo ese entendido, el Despacho considera que para lograr determinar con plena certeza si a la 

demandada le asiste algún tipo de responsabilidad en el asunto, habría la necesidad de adentrarnos 

en un estudio más de fondo, lo cual no es propio de esta etapa previa del proceso, razón por la cual 

será aplazada la resolución de esta excepción previa hasta el momento de dictarse la sentencia.  

 

2. Por último, en lo atinente a la excepción de “prescripción” propuesta por el departamento del Valle 

del Cauca, se resalta que el estudio de esta excepción se encuentra supeditada al estudio del fondo 

del asunto, para determinar en primera medida si el demandante tiene derecho a la pretendida sanción 

moratoria, razón por la cual la decisión de esta excepción se pospondrá hasta el momento de 

emitirse la correspondiente sentencia, si a ello hubiere lugar.    

 

A continuación, habiéndose pasado a Despacho el proceso de la referencia a fin de fijar fecha y hora 

para la realización de la audiencia inicial, se observa que no hay lugar a ello, pues con la entrada en 

vigencia de la Ley 2080 de 20211, se pueden prescindir de las demás etapas procesales para dictar 

sentencia anticipada, veamos: 

 
1 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO 
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“Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: 

 

Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;  

 

b) Cuando no haya que practicar pruebas;  

 

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la 

contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;  

 

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 

haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y 

fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.” (Negrillas por fuera del texto).  

 

Atendiendo los postulados de la nueva norma, la cual resulta aplicable según los lineamientos del 

artículo 40 de la Ley 153 de 18872, en primer lugar, se efectuará el decreto de las pruebas aportadas 

a este proceso. 

 

En tal sentido y frente a las solicitudes probatorias realizadas por la parte demandante, de oficiar i) al 

departamento del Valle del Cauca y/o Secretaría de Educación a fin de que “se sirva certificar la fecha 

exacta en la que consignó como patrono de mi mandante las cesantías que corresponden al trabajo 

 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN MATERIA DE 

DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN ANTE LA JURISDICCIÓN” 
2 “Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde 

el momento en que deben empezar a regir. 

 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias 

iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, 

se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias 

o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda 

con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad.” 



realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, y ii) al Ministerio de 

Educación Nacional para que se sirva “certificar de mi mandante que labora en EL DEPARTAMENTO 

DEL VALLE DEL CAUCA, la fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al 

trabajo realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 

2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, debe explicarse que 

las negaciones indefinidas no admiten prueba, ya que con ello se invierte la carga de tal suerte que le 

corresponde a la contraparte demostrar lo contrario.  

 

Así las cosas, dentro del presente asunto se tiene que en el hecho “QUINTO” del libelo introductorio 

se afirma que “la entidad territorial y el MEN, no han procedido de manera efectiva a consignar ni los 

intereses a las cesantías, ni tampoco las cesantías que corresponde a su labor como servidor público 

del año 2020”. 

 

Habiéndose explicado lo anterior, basta con afirmar que no hubo consignación efectiva de las 

cesantías, pues con esta negación se invierte la carga de la prueba, correspondiéndole a la entidad 

demandada entrar a demostrar probatoriamente que sí cumplió con la consignación en tiempo 

oportuno, siendo ello así, este Juzgado denegará la solicitud probatoria por resultar superflua al 

proceso, pues no prestaría ningún servicio en la medida en que se dirige a acreditar una negación 

indefinida. 

 

Acto seguido, se fija el litigio en el presente asunto, el cual se contrae en establecer si el acto ficto 

demandado se encuentra viciado de nulidad y en consecuencia establecer si a la parte demandante 

le asiste el derecho a que se le reconozca y pague la sanción moratoria por la no consignación 

oportuna de las cesantías correspondientes a la vigencia 2020, de conformidad el artículo 99 de la Ley 

50 de 1990. 

 

De ser el caso, se estudiará si a la parte demandante le asiste el derecho a la indemnización por el 

pago tardío de los intereses a las cesantías, conforme al artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 

1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991. 

 

Finalmente se abordará el estudio de la falta de legitimación en la causa por pasiva propuesta por el 

Departamento del Valle del Cauca, y de ser el caso, si ha operado o no el fenómeno prescriptivo. 

 

Así mismo, se prescindirá de las demás etapas procesales a fin de emitir sentencia anticipada en 

forma escrita, y consecuencialmente se correrá traslado a las partes para alegar de conclusión por el 

término de diez (10) días, el cual comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, y 



durante el cual la representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo 

tiene. 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Guadalajara de Buga, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. - Tener por no contestada la demanda por la Nación - Ministerio de Educación - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), conforme se informó en Constancia 

Secretarial del 23 de junio de 2023. 

 

SEGUNDO. - Aplazar hasta la sentencia la decisión de la excepción de “Falta de legitimación en la 

causa por pasiva” propuesta por el departamento del Valle del Cauca, conforme se explicó en las 

consideraciones de este proveído. 

 

TERCERO. - Posponer hasta la sentencia la decisión de la excepción de “Prescripción” propuesta 

por el departamento del Valle del Cauca, conforme se explicó en las consideraciones de este 

proveído.    

 

CUARTO. - Decretar como prueba los documentos acompañados con la demanda obrantes a fls. 297 

a 300 y 304 a 313 del archivo 002DemandaAnexos, los cuales serán valorados al momento de dictarse 

el fallo con el alcance que tengan. 

 

QUINTO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al departamento del Valle 

del Cauca a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de conformidad con 

lo analizado en la parte considerativa de este proveído.  

 

SEXTO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al Ministerio de Educación 

Nacional a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de conformidad con 

lo analizado en la parte considerativa de este proveído.  

 

SÉPTIMO. - Sin pruebas que decretar de la Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no contestó la demanda según lo hizo 

constar la Secretaría del Juzgado. 

 

OCTAVO. - Decretar como prueba el documento allegado con la contestación de la demanda por el 

departamento del Valle del Cauca, obrante a fl. 26 del archivo 007ContestacionDpto, el cual será 
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valorado al momento de dictarse el fallo con el alcance que tenga. 

 

NOVENO. - Decretar como prueba los antecedentes administrativos aportados con la contestación 

de la demanda por el departamento del Valle del Cauca, obrantes en el archivo 

008AntecedentesAdministrativos, los cuales serán valorados al momento de dictarse el fallo con el 

alcance que tengan. 

 

DÉCIMO. - Declarar fijado el litigio en los términos establecidos en la parte motiva de este proveído. 

 

UNDÉCIMO. - Prescindir de las demás etapas del proceso, de conformidad con los lineamientos 

previstos en el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado a dicho Estatuto por el artículo 42 

de la Ley 2080 de 2021. 

 

DUODÉCIMO. - Correr traslado a las partes para alegar de conclusión por el término de diez (10) 

días, término que comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, durante el 

cual la representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo tiene. Se 

advierte que los memoriales deberán ser allegados única y exclusivamente en medio digital, remitidos 

al correo electrónico j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co, lo anterior a fin de contribuir con la 

austeridad del gasto, reducir la asistencia al Despacho, facilitar el litigio y obtener los documentos 

digitalizados para la alimentación del expediente electrónico, el cual puede ser consultado en el SAMAI 

y en la página web del Despacho www.juzgado02adtivobuga.com.  

 

DECIMOTERCERO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderada judicial del 

departamento del Valle del Cauca a la Abogada Lía Patricia Pérez Carmona identificada con C.C. No. 

1.072.523.299 de San Antero (C.) y portadora de la T.P. No. 187.241 del C.S. de la J., de conformidad 

con el poder general conferido mediante la Escritura Pública No. 049 del 13 de enero de 2020 

protocolizada en la Notaría Sexta del Círculo de Cali. 

 

DECIMOCUARTO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderada judicial sustituta del 

departamento del Valle del Cauca, a la Abogada Silvia Patricia Zambrano Muentes, identificada con 

C.C. No. 1.067.402.104 y portadora de la T.P. No. 230.946 del C.S. de la J., en los términos y para los 

efectos dispuestos en el memorial de sustitución de poder allegado a este proceso, otorgado por la 

Abogada Lía Patricia Pérez Carmona en su calidad de apoderada principal del Ente Territorial. 

 

Elaboró: YDT 

Notifíquese y Cúmplase, 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GUADALAJARA DE BUGA (V.) 
 

Guadalajara de Buga (V.), veinticuatro (24) de julio de dos mil veintitrés (2023). 

 

Auto Interlocutorio No.   526 

RADICACIÓN:      76-111-33-33-002-2022-00589-00 
DEMANDANTE: AMANDA LUCÍA HERNÁNDEZ ROJAS 
  notificacionescartago@lopezquinteroabogados.com 
DEMANDADOS:  NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG) 
  notjudicial@fiduprevisora.com.co 
  procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 
   MUNICIPIO DE TULUÁ (V.) 
     juridico@tulua.gov.co 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
 

 

Vencido como se encuentra el término otorgado a la parte demandada para contestar la demanda, 

procede el Despacho a resolver las excepciones previas y a analizar si hay lugar a pasar el proceso a 

sentencia anticipada. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 modificatoria del parágrafo 2° del artículo 175 de la Ley 1437 de 

2011, señala que “las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 

100, 101 y 102 del Código General del Proceso”; por su parte, el artículo 101 del CGP establece que 

“el juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la práctica de pruebas, antes de la 

audiencia inicial”. 

 

Siguiendo el trámite establecido por el Legislador en las normas en cita, procede el Despacho a 

pronunciarse sobre las excepciones propuestas como previas por las demandadas, resaltándose que 

no existen excepciones de esta naturaleza por resolver de la demandada Nación - Ministerio de 

Educación - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no 

contestó la demanda según lo hizo constar la Secretaría del Juzgado. 

 

Por parte del municipio de Tuluá (V.) se propusieron las siguientes: 
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1. “Caducidad de la Acción”, sustentada en que, tal y como se afirma en el hecho sexto del escrito de 

contestación de la demanda, no es cierto que se haya configurado un acto administrativo ficto por 

parte del municipio de Tuluá (V.), toda vez que frente a la petición de reconocimiento de sanción 

moratoria radicada el 21 de diciembre de 2021 ante la Nación - Ministerio de Educación - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag) y con copia al municipio de Tuluá (V.), a la 

cual le correspondió el Radicado No. TUL2021ER010763, se tiene que dicho Ente Territorial si dio 

respuesta el día 26 de octubre de 2022 bajo el Radicado No. TUL2021EE001350.  

 

Se señala que con la referida respuesta proferida por la Secretaria de Educación, se acreditó la 

declaración de voluntad de la administración tendiente a producir efectos jurídicos, donde se le advirtió 

a la peticionaria que a la Entidad no le asiste competencia para hacer el reconocimiento de lo 

pretendido, toda vez que, de conformidad con lo estipulado en la Ley 91 de 1989, el Acuerdo 039 de 

1998, el Decreto 2831 de 2005, el Decreto 1272 de 2018 y el Comunicado No. 008 del 11 de diciembre 

de 2020 expedido por el Fomag, es este Fondo quien está a cargo del pago de cesantías e intereses 

a las cesantías de los docentes a través de la Fiduprevisora S.A., de acuerdo al procedimiento y el 

cronograma establecido por el Fomag, por lo cual no se accedió a lo solicitado y por competencia se 

remitió la solicitud ante la Fiduprevisora S.A.. Indicándose además que dicha respuesta fue recibida 

por el usuario de la Abogada Laura Pulido Salgado en el Sistema de Atención al Cliente (SAC) del 

Ministerio de Educación y adicionalmente se le envió de manera automática por el sistema SAC y vía 

email al correo electrónico de la referida apoderada. 

 

Siendo ello así, reitera que no existe el supuesto acto administrativo ficto, comoquiera que, con las 

actuaciones realizadas por la Entidad Territorial demandada se dio efectiva contestación a las 

peticiones elevadas por la parte actora, incluso, con una remisión de su solicitud por el factor de 

competencia al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag). 

 

Advierte que, la apoderada judicial de la parte actora conocía de la decisión de la Secretaría de 

Educación, esto es, la respuesta emitida el 31 de enero de 2022 por el Ente Territorial - Secretaría 

Municipal de Educación, bajo el Radicado No. TUL2022EE01350, pero omitió agotar la vía 

administrativa como requisito formal para acudir ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa con 

la finalidad de pretender la nulidad del mencionado acto administrativo; así las cosas, la parte 

demandante tenía 4 meses contados a partir de la notificación del acto administrativo para ejercer la 

acción de nulidad y restablecimiento del derecho, esto es, hasta el 31 de mayo de 2022 pero en los 

documentos que acompañan la demanda no se acreditó haber agotado la vía administrativa, por lo 

tanto, ya se encuentra fenecido o caducado el término perentorio establecido para ejercer la acción 

ante esta jurisdicción.  

 



Concluye indicando que para el acto administrativo antes descrito operó la caducidad de la acción ya 

que a la fecha transcurrieron más de cuatro meses desde la notificación del mismo, tal como lo señala 

la norma. 

 

2. “Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva”, sustentada en que el municipio de Tuluá (V.) no es 

el llamado a responder por las presuntas declaraciones y condenas solicitadas por la parte actora, 

dado que el Ente Territorial no ha ocasionado perjuicio alguno a la parte demandante por acción u 

omisión. 

 

De igual manera, señala que, de conformidad con la normativa vigente para el pago de las 

prestaciones sociales del personal docente, el municipio de Tuluá (V.) - Secretaría de Educación 

Municipal es el encargado de liquidar y reportar a la Fiduprevisora S.A. las cesantías e intereses a las 

cesantías anualmente, sin embargo, no es la entidad encargada de realizar el pago de la respectiva 

prestación. 

 

3. “Prescripción”, sustentada en que lo pretendido en la demanda es prescriptible, en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968.  

 

Habiéndose corrido traslado de las excepciones previas propuestas conforme se informó en la 

Constancia Secretarial, la parte actora guardó silencio al respecto.  

 

En tal sentido el Despacho procede a decidir lo atinente a las excepciones previas propuestas: 

 

1. Frente a la excepción de caducidad propuesta por el municipio de Tuluá (V.), sustentada en que 

debió de demandarse el acto administrativo expreso por el cual dicho Ente Territorial dio una respuesta 

de fondo a la petición radicada el 21 de diciembre de 2021, mediante el cual se solicitaba el 

reconocimiento y pago en favor de la peticionaria, de la sanción moratoria por la no consignación 

oportuna de las cesantías correspondientes a la vigencia 2020 de conformidad con lo normado en el 

artículo 99 de la Ley 50 de 1990, este Despacho verifica que con las contestaciones de la demanda 

allegadas por las demandadas, no se acredita de manera alguna lo manifestado en la presente 

excepción por el municipio de Tuluá (V.). 

 

Se explica que en este caso se demanda un acto administrativo ficto producto del silencio 

administrativo negativo, el cual puede ser demandado en cualquier tiempo, de conformidad con el 

literal d) del numeral 1° del artículo 164 del CPACA, del siguiente tenor: 

  

“Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser presentada: 
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1. En cualquier tiempo, cuando: 

 

(...) 

 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo;” (Negrilla del Despacho). 

 

Además, se explica que las negaciones indefinidas no admiten prueba, ya que con ello se invierte la 

carga de la prueba, de tal suerte que es a la contraparte a quien le corresponde demostrar lo contrario. 

 

Habiéndose explicado lo anterior, para demandar el acto ficto producto del silencio administrativo 

negativo, basta con allegar la petición radicada ante la administración, y afirmar que no hubo respuesta 

al respecto, pues con esta negación indefinida se invierte la carga de la prueba, correspondiéndole a 

la entidad demandada entrar a demostrar probatoriamente que sí emitió el pronunciamiento expreso 

y que éste quedó legalmente notificado al peticionario, aspectos tales que no fueron acreditados de 

ninguna manera por las aquí demandadas en sus respuestas allegadas. 

 

Conforme a lo expuesto este Juzgado negará la excepción de caducidad propuesta. 

 

2. Frente a la excepción de “Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva” propuesta por el municipio 

de Tuluá (V.), el Despacho considera que es necesario abordar el estudio de fondo del proceso y en 

concreto profundizar sobre todo el marco normativo que regula la sanción moratoria generada por la 

no consignación oportuna de las cesantías, para determinar si la demandada se encuentra legitimada 

en la causa y si debe o no reconocer y pagar la sanción moratoria discutida por la parte demandante.  

 

Bajo ese entendido, el Despacho considera que para lograr determinar con plena certeza si a la 

demandada le asiste algún tipo de responsabilidad en el asunto, habría la necesidad de adentrarnos 

en un estudio más de fondo, lo cual no es propio de esta etapa previa del proceso, razón por la cual 

será aplazada la resolución de esta excepción previa hasta el momento de dictarse la sentencia.  

 

3. Por última, en lo atinente a la excepción de “prescripción” propuesta por el municipio de Tuluá (V.), 

se resalta que el estudio de esta excepción se encuentra supeditada al estudio del fondo del asunto, 

para determinar en primera medida si el demandante tiene derecho a la pretendida sanción moratoria, 

razón por la cual la decisión de esta excepción se pospondrá hasta el momento de emitirse la 

correspondiente sentencia, si a ello hubiere lugar. 

 



A continuación, habiéndose pasado a Despacho el proceso de la referencia a fin de fijar fecha y hora 

para la realización de la audiencia inicial, se observa que no hay lugar a ello, pues con la entrada en 

vigencia de la Ley 2080 de 20211, se pueden prescindir de las demás etapas procesales para dictar 

sentencia anticipada, veamos: 

 

“Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: 

 

Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;  

 

b) Cuando no haya que practicar pruebas;  

 

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la 

contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;  

 

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 

haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y 

fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.” (Negrillas por fuera del texto).  

 

Atendiendo los postulados de la nueva norma, la cual resulta aplicable según los lineamientos del 

artículo 40 de la Ley 153 de 18872, en primer lugar, se efectuará el decreto de las pruebas aportadas 

a este proceso. 

 
1 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN MATERIA DE 

DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN ANTE LA JURISDICCIÓN” 
2 “Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde 

el momento en que deben empezar a regir. 

 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias 

iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, 

se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias 

o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda 

con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad.” 



 

En tal sentido y frente a las solicitudes probatorias realizadas por la parte demandante, de oficiar i) al 

municipio de Tuluá (V.) y/o Secretaría de Educación a fin de que “se sirva certificar la fecha exacta en 

la que consignó como patrono de mi mandante las cesantías que corresponden al trabajo realizado 

como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el Fomag, 

y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, y ii) al Ministerio de Educación Nacional 

para que se sirva “certificar de mi mandante que labora en LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL 

MUNICIPIO DE TULUÁ, la fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo 

realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, debe explicarse que las 

negaciones indefinidas no admiten prueba, ya que con ello se invierte la carga de tal suerte que le 

corresponde a la contraparte demostrar lo contrario.  

 

Así las cosas, dentro del presente asunto se tiene que en el hecho “QUINTO” del libelo introductorio 

se afirma que “la entidad territorial y el MEN, no han procedido de manera efectiva a consignar ni los 

intereses a las cesantías, ni tampoco las cesantías que corresponde a su labor como servidor público 

del año 2020”. 

 

Habiéndose explicado lo anterior, basta con afirmar que no hubo consignación efectiva de las 

cesantías, pues con esta negación se invierte la carga de la prueba, correspondiéndole a la entidad 

demandada entrar a demostrar probatoriamente que sí cumplió con la consignación en tiempo 

oportuno, siendo ello así, este Juzgado denegará la solicitud probatoria por resultar superflua al 

proceso, pues no prestaría ningún servicio en la medida en que se dirige a acreditar una negación 

indefinida. 

 

Acto seguido, se fija el litigio en el presente asunto, el cual se contrae en establecer si el acto ficto 

demandado se encuentra viciado de nulidad y en consecuencia establecer si a la parte demandante 

le asiste el derecho a que se le reconozca y pague la sanción moratoria por la no consignación 

oportuna de las cesantías correspondientes a la vigencia 2020, de conformidad el artículo 99 de la Ley 

50 de 1990. 

 

De ser el caso, se estudiará si a la parte demandante le asiste el derecho a la indemnización por el 

pago tardío de los intereses a las cesantías, conforme al artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 

1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991. 

 

Finalmente se abordará el estudio de la falta de legitimación en la causa por pasiva propuesta por el 

municipio de Tuluá (V.) y de ser el caso, si ha operado o no el fenómeno prescriptivo.   



 

Así mismo, se prescindirá de las demás etapas procesales a fin de emitir sentencia anticipada en 

forma escrita, y consecuencialmente se correrá traslado a las partes para alegar de conclusión por el 

término de diez (10) días, el cual comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, y 

durante el cual la representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo 

tiene. 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Guadalajara de Buga, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. - Tener por no contestada la demanda por la Nación - Ministerio de Educación - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), conforme se informó en la Constancia 

Secretarial del 23 de junio de 2023. 

 

SEGUNDO. - Declarar no probada la excepción de “caducidad” propuesta por el municipio de Tuluá 

(V.), conforme se analizó en las consideraciones de este proveído. 

 

TERCERO. - Aplazar hasta la sentencia la decisión de la excepción de “Falta de legitimación en la 

causa por pasiva” propuesta por el municipio de Tuluá (V.), conforme se explicó en las consideraciones 

de este proveído. 

 

CUARTO. - Posponer hasta la sentencia la decisión de la excepción de “Prescripción” propuesta por 

el municipio de Tuluá (V.), conforme se explicó en las consideraciones de este proveído.    

 

QUINTO. - Decretar como prueba los documentos acompañados con la demanda obrantes a fls. 55 

a 64 y 316 a 319 del archivo 002DdaAnexos, los cuales serán valorados al momento de dictarse el 

fallo con el alcance que tengan. 

 

SEXTO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al municipio de Tuluá (V.) 

a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de conformidad con lo 

analizado en la parte considerativa de este proveído.  

 

SÉPTIMO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al Ministerio de 

Educación Nacional a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de 

conformidad con lo analizado en la parte considerativa de este proveído.  
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OCTAVO. - Sin pruebas que decretar de la Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no contestó la demanda según lo hizo 

constar la Secretaría del Juzgado.  

 

NOVENO. - Decretar como prueba los documentos acompañados con la contestación de la demanda 

por el municipio de Tuluá (V.), obrantes a fls. 21 a 28 del archivo 007ContestaciónDdaMpioTuluá, los 

cuales serán valorados al momento de dictarse el fallo con el alcance que tengan. 

 

DÉCIMO. - Decretar como prueba los antecedentes administrativos aportados con la contestación de 

la demanda por el municipio de Tuluá (V.), obrantes a fls. 18 a 20 del archivo 

007ContestaciónDdaMpioTuluá, los cuales serán valorados al momento de dictarse el fallo con el 

alcance que tengan. 

 

UNDÉCIMO. - Declarar fijado el litigio en los términos establecidos en la parte motiva de este 

proveído. 

 

DUODÉCIMO. - Prescindir de las demás etapas del proceso, de conformidad con los lineamientos 

previstos en el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado a dicho Estatuto por el artículo 42 

de la Ley 2080 de 2021. 

 

DECIMOTERCERO. - Correr traslado a las partes para alegar de conclusión por el término de diez 

(10) días, término que comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, durante 

el cual la representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo tiene. Se 

advierte que los memoriales deberán ser allegados única y exclusivamente en medio digital, remitidos 

al correo electrónico j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co, lo anterior a fin de contribuir con la 

austeridad del gasto, reducir la asistencia al Despacho, facilitar el litigio y obtener los documentos 

digitalizados para la alimentación del expediente electrónico, el cual puede ser consultado en el SAMAI 

y en la página web del Despacho www.juzgado02adtivobuga.com.  

 

DECIMOCUARTO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderado judicial principal y 

suplentes respectivamente, del demandado municipio de Tuluá (V.) a los Abogados Alonso Betancourt 

Chávez, identificado con C.C. No. 94.367.905 y portador de la T.P. No. 129.431 del C.S. de la J., 

Yurany Hincapié Velásquez, identificada con C.C. No. 38.793.503 y portadora de la T.P. No. 170.884 

del C.S. de la J., Lisseth Katerine Lagos Villota, identificada con la C.C. No. 1.128.435.080 y portadora 

de la T.P. No. 306.295 del C.S. de la J., y David Ramírez Jiménez, identificado con la C.C. No. 

1.116.239.495 del C.S. de la J. y portador de la T.P. No. 334.030 del C.S. de la J., en los términos y 

para los efectos dispuestos en el memorial poder allegado con la contestación de la demanda. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GUADALAJARA DE BUGA (V.) 
 

Guadalajara de Buga (V.), veinticuatro (24) de julio de dos mil veintitrés (2023). 

 

Auto Interlocutorio No.   527 

RADICACIÓN:      76-111-33-33-002-2022-00590-00 
DEMANDANTE: JUAN CARLOS SOTO GONZÁLEZ 
  notificacionescartago@lopezquinteroabogados.com 
DEMANDADOS:  NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG) 
  notjudicial@fiduprevisora.com.co 
  procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 
   MUNICIPIO DE TULUÁ (V.) 
     juridico@tulua.gov.co 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
 

 

Vencido como se encuentra el término otorgado a la parte demandada para contestar la demanda, 

procede el Despacho a resolver las excepciones previas y a analizar si hay lugar a pasar el proceso a 

sentencia anticipada. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 modificatoria del parágrafo 2° del artículo 175 de la Ley 1437 de 

2011, señala que “las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 

100, 101 y 102 del Código General del Proceso”; por su parte, el artículo 101 del CGP establece que 

“el juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la práctica de pruebas, antes de la 

audiencia inicial”. 

 

Siguiendo el trámite establecido por el Legislador en las normas en cita, procede el Despacho a 

pronunciarse sobre las excepciones propuestas como previas por las demandadas, resaltándose que 

no existen excepciones de esta naturaleza por resolver de la demandada Nación - Ministerio de 

Educación - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no 

contestó la demanda según lo hizo constar la Secretaría del Juzgado. 

 

Por parte del municipio de Tuluá (V.) se propusieron las siguientes: 
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1. “Caducidad de la Acción”, sustentada en que, tal y como se afirma en el hecho sexto del escrito de 

contestación de la demanda, no es cierto que se haya configurado un acto administrativo ficto por 

parte del municipio de Tuluá (V.), toda vez que frente a la petición de reconocimiento de sanción 

moratoria radicada el 25 de octubre de 2021 ante la Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag) y con copia al municipio de Tuluá (V.), a la cual le 

correspondió el Radicado No. TUL2021ER008839, se tiene que dicho Ente Territorial si dio respuesta 

el día 26 de octubre de 2022 bajo el Radicado No. TUL2021EE019331.  

 

Se señala que con la referida respuesta proferida por la Secretaria de Educación, se acreditó la 

declaración de voluntad de la administración tendiente a producir efectos jurídicos, donde se le advirtió 

a la peticionaria que a la Entidad no le asiste competencia para hacer el reconocimiento de lo 

pretendido, toda vez que, de conformidad con lo estipulado en la Ley 91 de 1989, el Acuerdo 039 de 

1998, el Decreto 2831 de 2005, el Decreto 1272 de 2018 y el Comunicado No. 008 del 11 de diciembre 

de 2020 expedido por el Fomag, es este Fondo quien está a cargo del pago de cesantías e intereses 

a las cesantías de los docentes a través de la Fiduprevisora S.A., de acuerdo al procedimiento y el 

cronograma establecido por el Fomag, por lo cual no se accedió a lo solicitado y por competencia se 

remitió la solicitud ante la Fiduprevisora S.A.. Indicándose además que dicha respuesta fue recibida 

por el usuario de la Abogada Laura Pulido Salgado en el Sistema de Atención al Cliente (SAC) del 

Ministerio de Educación y adicionalmente se le envió de manera automática por el sistema SAC y vía 

email al correo electrónico de la referida apoderada. 

 

Siendo ello así, reitera que no existe el supuesto acto administrativo ficto, comoquiera que, con las 

actuaciones realizadas por la Entidad Territorial demandada se dio efectiva contestación a las 

peticiones elevadas por la parte actora, incluso, con una remisión de su solicitud por el factor de 

competencia al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag). 

 

Advierte que, la apoderada judicial de la parte actora conocía de la decisión de la Secretaría de 

Educación, esto es, la respuesta emitida el 02 de diciembre de 2021 por el Ente Territorial - Secretaría 

Municipal de Educación, bajo el Radicado No. TUL2021EE019331, pero omitió agotar la vía 

administrativa como requisito formal para acudir ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa con 

la finalidad de pretender la nulidad del mencionado acto administrativo; así las cosas, la parte 

demandante tenía 4 meses contados a partir de la notificación del acto administrativo para ejercer la 

acción de nulidad y restablecimiento del derecho, esto es, hasta el 02 de abril de 2022 pero en los 

documentos que acompañan la demanda no se acreditó haber agotado la vía administrativa, por lo 

tanto, ya se encuentra fenecido o caducado el término perentorio establecido para ejercer la acción 

ante esta jurisdicción.  

 



Concluye entonces que para el acto administrativo antes descrito operó la caducidad de la acción ya 

que a la fecha transcurrieron más de cuatro meses desde la notificación del mismo, tal como lo señala 

la norma. 

 

2. “Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva”, sustentada en que el municipio de Tuluá (V.) no es 

el llamado a responder por las presuntas declaraciones y condenas solicitadas por la parte actora, 

dado que el Ente Territorial no ha ocasionado perjuicio alguno a la parte demandante por acción u 

omisión. 

 

De igual manera, señala que, de conformidad con la normativa vigente para el pago de las 

prestaciones sociales del personal docente, el municipio de Tuluá (V.) - Secretaría de Educación 

Municipal es el encargado de liquidar y reportar a la Fiduprevisora S.A. las cesantías e intereses a las 

cesantías anualmente, sin embargo, no es la entidad encargada de realizar el pago de la respectiva 

prestación. 

 

3. “Prescripción”, sustentada en que lo pretendido en la demanda es prescriptible, en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968.  

 

Habiéndose corrido traslado de las excepciones previas propuestas conforme se informó en la 

Constancia Secretarial, la parte actora guardó silencio al respecto.  

 

En tal sentido el Despacho procede a decidir lo atinente a las excepciones previas propuestas: 

 

1. Frente a la excepción de caducidad propuesta por el municipio de Tuluá (V.), sustentada en que 

debió de demandarse el acto administrativo expreso por el cual dicho Ente Territorial dio una respuesta 

de fondo a la petición radicada el 25 de octubre de 2021, mediante el cual se solicitaba el 

reconocimiento y pago en favor de la peticionaria, de la sanción moratoria por la no consignación 

oportuna de las cesantías correspondientes a la vigencia 2020 de conformidad con lo normado en el 

artículo 99 de la Ley 50 de 1990, este Despacho verifica que con las contestaciones de la demanda 

allegadas por las demandadas, no se acredita de manera alguna lo manifestado en la presente 

excepción por el municipio de Tuluá (V.). 

 

Se explica que en este caso se demanda un acto administrativo ficto producto del silencio 

administrativo negativo, el cual puede ser demandado en cualquier tiempo, de conformidad con el 

literal d) del numeral 1° del artículo 164 del CPACA, del siguiente tenor: 

  

“Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser presentada: 
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1. En cualquier tiempo, cuando: 

 

(...) 

 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo;” (Negrilla del Despacho). 

 

Además, se explica que las negaciones indefinidas no admiten prueba, ya que con ello se invierte la 

carga de la prueba, de tal suerte que es a la contraparte a quien le corresponde demostrar lo contrario. 

 

Habiéndose explicado lo anterior, para demandar el acto ficto producto del silencio administrativo 

negativo, basta con allegar la petición radicada ante la administración, y afirmar que no hubo respuesta 

al respecto, pues con esta negación indefinida se invierte la carga de la prueba, correspondiéndole a 

la entidad demandada entrar a demostrar probatoriamente que sí emitió el pronunciamiento expreso 

y que éste quedó legalmente notificado al peticionario, aspectos tales que no fueron acreditados de 

ninguna manera por las aquí demandadas. 

 

Conforme a lo expuesto este Juzgado negará la excepción de caducidad propuesta. 

 

2. Frente a la excepción de “Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva” propuesta por el municipio 

de Tuluá (V.), el Despacho considera que es necesario abordar el estudio de fondo del proceso y en 

concreto profundizar sobre todo el marco normativo que regula la sanción moratoria generada por la 

no consignación oportuna de las cesantías, para determinar si la demandada se encuentra legitimada 

en la causa y si debe o no reconocer y pagar la sanción moratoria discutida por la parte demandante.  

 

Bajo ese entendido, el Despacho considera que para lograr determinar con plena certeza si a la 

demandada le asiste algún tipo de responsabilidad en el asunto, habría la necesidad de adentrarnos 

en un estudio más de fondo, lo cual no es propio de esta etapa previa del proceso, razón por la cual 

será aplazada la resolución de esta excepción previa hasta el momento de dictarse la sentencia.  

 

3. Por última, en lo atinente a la excepción de “prescripción” propuesta por el municipio de Tuluá (V.), 

se resalta que el estudio de esta excepción se encuentra supeditada al estudio del fondo del asunto, 

para determinar en primera medida si el demandante tiene derecho a la pretendida sanción moratoria, 

razón por la cual la decisión de esta excepción se pospondrá hasta el momento de emitirse la 

correspondiente sentencia, si a ello hubiere lugar. 

 



A continuación, habiéndose pasado a Despacho el proceso de la referencia a fin de fijar fecha y hora 

para la realización de la audiencia inicial, se observa que no hay lugar a ello, pues con la entrada en 

vigencia de la Ley 2080 de 20211, se pueden prescindir de las demás etapas procesales para dictar 

sentencia anticipada, veamos: 

 

“Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: 

 

Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;  

 

b) Cuando no haya que practicar pruebas;  

 

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la 

contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;  

 

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 

haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y 

fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.” (Negrillas por fuera del texto).  

 

Atendiendo los postulados de la nueva norma, la cual resulta aplicable según los lineamientos del 

artículo 40 de la Ley 153 de 18872, en primer lugar, se efectuará el decreto de las pruebas aportadas 

a este proceso. 

 
1 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN MATERIA DE 

DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN ANTE LA JURISDICCIÓN” 
2 “Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde 

el momento en que deben empezar a regir. 

 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias 

iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, 

se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias 

o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda 

con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad.” 



 

En tal sentido y frente a las solicitudes probatorias realizadas por la parte demandante, de oficiar i) al 

municipio de Tuluá (V.) y/o Secretaría de Educación a fin de que “se sirva certificar la fecha exacta en 

la que consignó como patrono de mi mandante las cesantías que corresponden al trabajo realizado 

como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el Fomag, 

y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, y ii) al Ministerio de Educación Nacional 

para que se sirva “certificar de mi mandante que labora en LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL 

MUNICIPIO DE TULUÁ, la fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo 

realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, debe explicarse que las 

negaciones indefinidas no admiten prueba, ya que con ello se invierte la carga de tal suerte que le 

corresponde a la contraparte demostrar lo contrario.  

 

Así las cosas, dentro del presente asunto se tiene que en el hecho “QUINTO” del libelo introductorio 

se afirma que “la entidad territorial y el MEN, no han procedido de manera efectiva a consignar ni los 

intereses a las cesantías, ni tampoco las cesantías que corresponde a su labor como servidor público 

del año 2020”. 

 

Habiéndose explicado lo anterior, basta con afirmar que no hubo consignación efectiva de las 

cesantías, pues con esta negación se invierte la carga de la prueba, correspondiéndole a la entidad 

demandada entrar a demostrar probatoriamente que sí cumplió con la consignación en tiempo 

oportuno, siendo ello así, este Juzgado denegará la solicitud probatoria por resultar superflua al 

proceso, pues no prestaría ningún servicio en la medida en que se dirige a acreditar una negación 

indefinida. 

 

Acto seguido, se fija el litigio en el presente asunto, el cual se contrae en establecer si el acto ficto 

demandado se encuentra viciado de nulidad y en consecuencia establecer si a la parte demandante 

le asiste el derecho a que se le reconozca y pague la sanción moratoria por la no consignación 

oportuna de las cesantías correspondientes a la vigencia 2020, de conformidad el artículo 99 de la Ley 

50 de 1990. 

 

De ser el caso, se estudiará si a la parte demandante le asiste el derecho a la indemnización por el 

pago tardío de los intereses a las cesantías, conforme al artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 

1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991. 

 

Finalmente se abordará el estudio de la falta de legitimación en la causa por pasiva propuesta por el 

municipio de Tuluá (V.) y de ser el caso, si ha operado o no el fenómeno prescriptivo.   



 

Así mismo, se prescindirá de las demás etapas procesales a fin de emitir sentencia anticipada en 

forma escrita, y consecuencialmente se correrá traslado a las partes para alegar de conclusión por el 

término de diez (10) días, el cual comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, y 

durante el cual la representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo 

tiene. 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Guadalajara de Buga, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. - Tener por no contestada la demanda por la Nación - Ministerio de Educación - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), conforme se informó en Constancia 

Secretarial del 23 de junio de 2023. 

 

SEGUNDO. - Declarar no probada la excepción de “caducidad” propuesta por el municipio de Tuluá 

(V.), conforme se analizó en las consideraciones de este proveído. 

 

TERCERO. - Aplazar hasta la sentencia la decisión de la excepción de “Falta de legitimación en la 

causa por pasiva” propuesta por el municipio de Tuluá (V.), conforme se explicó en las consideraciones 

de este proveído. 

 

CUARTO. - Posponer hasta la sentencia la decisión de la excepción de “Prescripción” propuesta por 

el municipio de Tuluá (V.), conforme se explicó en las consideraciones de este proveído.    

 

QUINTO. - Decretar como prueba los documentos acompañados con la demanda obrantes a fls. 54 

a 63 y 326 a 329 del archivo 002DemandaAnexos, los cuales serán valorados al momento de dictarse 

el fallo con el alcance que tengan. 

 

SEXTO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al municipio de Tuluá (V.) 

a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de conformidad con lo 

analizado en la parte considerativa de este proveído.  

 

SÉPTIMO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al Ministerio de 

Educación Nacional a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de 

conformidad con lo analizado en la parte considerativa de este proveído.  
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OCTAVO. - Sin pruebas que decretar de la Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no contestó la demanda según lo hizo 

constar la Secretaría del Juzgado.  

 

NOVENO. - Decretar como prueba los documentos acompañados con la contestación de la demanda 

por el municipio de Tuluá (V.), obrantes a fls. 28 a 31 y 34 a 36 del archivo 

007ContestacionDdaMpioTulua, los cuales serán valorados al momento de dictarse el fallo con el 

alcance que tengan. 

 

DÉCIMO. - Decretar como prueba los antecedentes administrativos aportados con la contestación de 

la demanda por el municipio de Tuluá (V.), obrantes a fls. 27, 32 a 33 y 38 del archivo 

007ContestacionDdaMpioTulua, los cuales serán valorados al momento de dictarse el fallo con el 

alcance que tengan. 

 

UNDÉCIMO. - Declarar fijado el litigio en los términos establecidos en la parte motiva de este 

proveído. 

 

DUODÉCIMO. - Prescindir de las demás etapas del proceso, de conformidad con los lineamientos 

previstos en el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado a dicho Estatuto por el artículo 42 

de la Ley 2080 de 2021. 

 

DECIMOTERCERO. - Correr traslado a las partes para alegar de conclusión por el término de diez 

(10) días, término que comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, durante 

el cual la representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo tiene. Se 

advierte que los memoriales deberán ser allegados única y exclusivamente en medio digital, remitidos 

al correo electrónico j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co, lo anterior a fin de contribuir con la 

austeridad del gasto, reducir la asistencia al Despacho, facilitar el litigio y obtener los documentos 

digitalizados para la alimentación del expediente electrónico, el cual puede ser consultado en el SAMAI 

y en la página web del Despacho www.juzgado02adtivobuga.com.  

 

DECIMOCUARTO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderado judicial principal y 

suplentes respectivamente, del demandado municipio de Tuluá (V.) a los Abogados Alonso Betancourt 

Chávez, identificado con C.C. No. 94.367.905 y portador de la T.P. No. 129.431 del C.S. de la J., 

Yurany Hincapié Velásquez, identificada con C.C. No. 38.793.503 y portadora de la T.P. No. 170.884 

del C.S. de la J., Lisseth Katerine Lagos Villota, identificada con la C.C. No. 1.128.435.080 y portadora 

de la T.P. No. 306.295 del C.S. de la J., y David Ramírez Jiménez, identificado con la C.C. No. 

1.116.239.495 del C.S. de la J. y portador de la T.P. No. 334.030 del C.S. de la J., en los términos y 
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para los efectos dispuestos en el memorial poder allegado con la contestación de la demanda. 

 

Elaboró: YDT 

Notifíquese y Cúmplase, 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GUADALAJARA DE BUGA (V.) 
 

Guadalajara de Buga (V.), veinticuatro (24) de julio de dos mil veintitrés (2023). 

 

Auto Interlocutorio No.   528 

RADICACIÓN:      76-111-33-33-002-2022-00599-00 
DEMANDANTE: ORLANDO PÉREZ ESPINOSA 
  notificacionescartago@lopezquinteroabogados.com 
DEMANDADAS:  NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG) 
     notjudicial@fiduprevisora.com.co 
     DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA 
     njudiciales@valledelcauca.gov.co 
     mariaalejandraarias@hotmail.com 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
 

 

Vencido como se encuentra el término otorgado a la parte demandada para contestar la demanda, 

procede el Despacho a resolver las excepciones previas y a analizar si hay lugar a pasar el proceso a 

sentencia anticipada. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 modificatoria del parágrafo 2° del artículo 175 de la Ley 1437 de 

2011, señala que “las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 

100, 101 y 102 del Código General del Proceso”; por su parte, el artículo 101 del CGP establece que 

“el juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la práctica de pruebas, antes de la 

audiencia inicial”. 

 

Siguiendo el trámite establecido por el Legislador en las normas en cita, procede el Despacho a 

pronunciarse sobre las excepciones propuestas como previas por las demandadas, resaltándose que 

no existen excepciones de esta naturaleza por resolver de la demandada Nación - Ministerio de 

Educación - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no 

contestó la demanda según lo hizo constar la Secretaría del Juzgado. 

 

Por parte del departamento del Valle del Cauca se proponen las siguientes: 
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1. “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, sustentada en que las pretensiones de la demanda 

carecen de causa y objeto, pues a su consideración el ente territorial no está llamado a responder por 

éstas, comoquiera que dicha atribución es de competencia del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio (Fomag) a través del Ministerio de Educación.  

 

2. “Prescripción”, sustentada en que lo pretendido en la demanda es prescriptible, en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 488 del C.S.T. y artículo 151 del C.P.L.  

 

Habiéndose corrido traslado de las excepciones previas propuestas conforme se informó en la 

Constancia Secretarial del 10 de julio de 2023, la apoderada judicial de la parte demandante guardó 

silencio al respecto.  

 

En tal sentido el Despacho procede a decidir lo atinente a las excepciones previas propuestas: 

 

1. Frente a la excepción de “falta de legitimación en la causa por pasiva” propuesta por el 

departamento del Valle del Cauca, el Despacho considera que es necesario abordar el estudio de 

fondo del proceso y en concreto profundizar sobre todo el marco normativo que regula la sanción 

moratoria generada por la no consignación oportuna de las cesantías, para determinar si la 

demandada se encuentra legitimada en la causa y si debe o no reconocer y pagar la sanción moratoria 

discutida por la parte demandante. 

 

Bajo ese entendido, el Despacho considera que para lograr determinar con plena certeza si a la 

demandada le asiste algún tipo de responsabilidad en el asunto, habría la necesidad de adentrarnos 

en un estudio más de fondo, lo cual no es propio de esta etapa previa del proceso, razón por la cual 

será aplazada la resolución de esta excepción previa hasta el momento de dictarse la sentencia.  

 

2. Por último, en lo atinente a la excepción de “prescripción” propuesta por el departamento del Valle 

del Cauca, se resalta que el estudio de esta excepción se encuentra supeditada al estudio del fondo 

del asunto, para determinar en primera medida si el demandante tiene derecho a la pretendida sanción 

moratoria, razón por la cual la decisión de esta excepción se pospondrá hasta el momento de 

emitirse la correspondiente sentencia, si a ello hubiere lugar.    

 

A continuación, habiéndose pasado a Despacho el proceso de la referencia a fin de fijar fecha y hora 

para la realización de la audiencia inicial, se observa que no hay lugar a ello, pues con la entrada en 

vigencia de la Ley 2080 de 20211, se pueden prescindir de las demás etapas procesales para dictar 

sentencia anticipada, veamos: 

 
1 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO 
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“Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: 

 

Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;  

 

b) Cuando no haya que practicar pruebas;  

 

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la 

contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;  

 

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 

haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y 

fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.” (Negrillas por fuera del texto).  

 

Atendiendo los postulados de la nueva norma, la cual resulta aplicable según los lineamientos del 

artículo 40 de la Ley 153 de 18872, en primer lugar, se efectuará el decreto de las pruebas aportadas 

a este proceso. 

 

En tal sentido y frente a las solicitudes probatorias realizadas por la parte demandante, de oficiar i) al 

departamento del Valle del Cauca y/o Secretaría de Educación a fin de que “se sirva certificar la fecha 

exacta en la que consignó como patrono de mi mandante las cesantías que corresponden al trabajo 

realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 
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en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, y ii) al Ministerio de 

Educación Nacional para que se sirva “certificar de mi mandante que labora en EL DEPARTAMENTO 

DEL VALLE DEL CAUCA, la fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al 

trabajo realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 

2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, debe explicarse que 

las negaciones indefinidas no admiten prueba, ya que con ello se invierte la carga de tal suerte que le 

corresponde a la contraparte demostrar lo contrario.  

 

Así las cosas, dentro del presente asunto se tiene que en el hecho “QUINTO” del libelo introductorio 

se afirma que “la entidad territorial y el MEN, no han procedido de manera efectiva a consignar ni los 

intereses a las cesantías, ni tampoco las cesantías que corresponde a su labor como servidor público 

del año 2020”. 

 

Habiéndose explicado lo anterior, basta con afirmar que no hubo consignación efectiva de las 

cesantías, pues con esta negación se invierte la carga de la prueba, correspondiéndole a la entidad 

demandada entrar a demostrar probatoriamente que sí cumplió con la consignación en tiempo 

oportuno, siendo ello así, este Juzgado denegará la solicitud probatoria por resultar superflua al 

proceso, pues no prestaría ningún servicio en la medida en que se dirige a acreditar una negación 

indefinida. 

 

Acto seguido, se fija el litigio en el presente asunto, el cual se contrae en establecer si el acto ficto 

demandado se encuentra viciado de nulidad y en consecuencia establecer si a la parte demandante 

le asiste el derecho a que se le reconozca y pague la sanción moratoria por la no consignación 

oportuna de las cesantías correspondientes a la vigencia 2020, de conformidad el artículo 99 de la Ley 

50 de 1990. 

 

De ser el caso, se estudiará si a la parte demandante le asiste el derecho a la indemnización por el 

pago tardío de los intereses a las cesantías, conforme al artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 

1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991. 

 

Finalmente se abordará el estudio de la falta de legitimación en la causa por pasiva propuesta por el 

departamento del Valle del Cauca, y de ser el caso, si ha operado o no el fenómeno prescriptivo. 

 

Así mismo, se prescindirá de las demás etapas procesales a fin de emitir sentencia anticipada en 

forma escrita, y consecuencialmente se correrá traslado a las partes para alegar de conclusión por el 

término de diez (10) días, el cual comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, y 



durante el cual la representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo 

tiene. 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Guadalajara de Buga, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. - Tener por no contestada la demanda por la Nación - Ministerio de Educación - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), conforme se informó en la Constancia 

Secretarial del 27 de junio de 2023. 

 

SEGUNDO. - Aplazar hasta la sentencia la decisión de la excepción de “Falta de legitimación en la 

causa por pasiva” propuesta por el departamento del Valle del Cauca, conforme se explicó en las 

consideraciones de este proveído. 

 

TERCERO. - Posponer hasta la sentencia la decisión de la excepción de “Prescripción” propuesta 

por el departamento del Valle del Cauca, conforme se explicó en las consideraciones de este 

proveído.    

 

CUARTO. - Decretar como prueba los documentos acompañados con la demanda obrantes a fls. 55 

a 65 y 320 a 323 del archivo 002DemandaAnexos, los cuales serán valorados al momento de dictarse 

el fallo con el alcance que tengan. 

 

QUINTO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al departamento del Valle 

del Cauca a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de conformidad con 

lo analizado en la parte considerativa de este proveído.  

 

SEXTO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al Ministerio de Educación 

Nacional a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de conformidad con 

lo analizado en la parte considerativa de este proveído.  

 

SÉPTIMO. - Sin pruebas que decretar de la Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no contestó la demanda según lo hizo 

constar la Secretaría del Juzgado. 

 

OCTAVO. - Decretar como prueba el documento allegado con la contestación de la demanda por el 

departamento del Valle del Cauca, obrante a fls. 13 a 14 del archivo 007ContestacionDemanda, el 
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cual será valorado al momento de dictarse el fallo con el alcance que tenga. 

 

NOVENO. - Declarar fijado el litigio en los términos establecidos en la parte motiva de este proveído. 

 

DÉCIMO. - Prescindir de las demás etapas del proceso, de conformidad con los lineamientos 

previstos en el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado a dicho Estatuto por el artículo 42 

de la Ley 2080 de 2021. 

 

UNDÉCIMO. - Correr traslado a las partes para alegar de conclusión por el término de diez (10) días, 

término que comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, durante el cual la 

representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo tiene. Se advierte 

que los memoriales deberán ser allegados única y exclusivamente en medio digital, remitidos al correo 

electrónico j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co, lo anterior a fin de contribuir con la austeridad 

del gasto, reducir la asistencia al Despacho, facilitar el litigio y obtener los documentos digitalizados 

para la alimentación del expediente electrónico, el cual puede ser consultado en el SAMAI y en la 

página web del Despacho www.juzgado02adtivobuga.com.  

 

DUODÉCIMO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderada judicial del 

departamento del Valle del Cauca a la Abogada Lía Patricia Pérez Carmona identificada con C.C. No. 

1.072.523.299 de San Antero (C.) y portadora de la T.P. No. 187.241 del C.S. de la J., de conformidad 

con el poder general conferido mediante la Escritura Pública No. 049 del 13 de enero de 2020 

protocolizada en la Notaría Sexta del Círculo de Cali. 

 

DECIMOTERCERO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderada judicial sustituta 

del departamento del Valle del Cauca, a la Abogada María Alejandra Arias Sanna, identificada con 

C.C. No. 29.285.354 y portadora de la T.P. No. 162.803 del C.S. de la J., en los términos y para los 

efectos dispuestos en el memorial de sustitución de poder allegado a este proceso, otorgado por la 

Abogada Lía Patricia Pérez Carmona en su calidad de apoderada principal del Ente Territorial. 

 

Elaboró: YDT 

Notifíquese y Cúmplase, 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GUADALAJARA DE BUGA (V.) 
 

Guadalajara de Buga (V.), veinticuatro (24) de julio de dos mil veintitrés (2023). 

 

Auto Interlocutorio No.   529 

RADICACIÓN:      76-111-33-33-002-2022-00600-00 
DEMANDANTE: NYDIA PATRICIA ROBLES BUSTOS 
  notificacionescartago@lopezquinteroabogados.com 
DEMANDADAS:  NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG) 
     notjudicial@fiduprevisora.com.co 
     DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA 
     njudiciales@valledelcauca.gov.co 
     silviazambranoabogada@gmail.com 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
 

 

Vencido como se encuentra el término otorgado a la parte demandada para contestar la demanda, 

procede el Despacho a resolver las excepciones previas y a analizar si hay lugar a pasar el proceso a 

sentencia anticipada. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 modificatoria del parágrafo 2° del artículo 175 de la Ley 1437 de 

2011, señala que “las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 

100, 101 y 102 del Código General del Proceso”; por su parte, el artículo 101 del CGP establece que 

“el juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la práctica de pruebas, antes de la 

audiencia inicial”. 

 

Siguiendo el trámite establecido por el Legislador en las normas en cita, procede el Despacho a 

pronunciarse sobre las excepciones propuestas como previas por las demandadas, resaltándose que 

no existen excepciones de esta naturaleza por resolver de la demandada Nación - Ministerio de 

Educación - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no 

contestó la demanda según lo hizo constar la Secretaría del Juzgado. 

 

Por parte del departamento del Valle del Cauca se proponen las siguientes: 
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1. “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, sustentada en que las pretensiones de la demanda 

carecen de causa y objeto, pues a su consideración el ente territorial no está llamado a responder por 

éstas, comoquiera que dicha atribución es de competencia del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio (Fomag) a través del Ministerio de Educación.  

 

2. “Prescripción”, sustentada en que lo pretendido en la demanda es prescriptible, en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 488 del C.S.T. y artículo 151 del C.P.L.  

 

Habiéndose corrido traslado de las excepciones previas propuestas conforme se informó en la 

Constancia Secretarial del 10 de julio de 2023, la apoderada judicial de la parte demandante guardó 

silencio al respecto.  

 

En tal sentido el Despacho procede a decidir lo atinente a las excepciones previas propuestas: 

 

1. Frente a la excepción de “falta de legitimación en la causa por pasiva” propuesta por el 

departamento del Valle del Cauca, el Despacho considera que es necesario abordar el estudio de 

fondo del proceso y en concreto profundizar sobre todo el marco normativo que regula la sanción 

moratoria generada por la no consignación oportuna de las cesantías, para determinar si la 

demandada se encuentra legitimada en la causa y si debe o no reconocer y pagar la sanción moratoria 

discutida por la parte demandante. 

 

Bajo ese entendido, el Despacho considera que para lograr determinar con plena certeza si a la 

demandada le asiste algún tipo de responsabilidad en el asunto, habría la necesidad de adentrarnos 

en un estudio más de fondo, lo cual no es propio de esta etapa previa del proceso, razón por la cual 

será aplazada la resolución de esta excepción previa hasta el momento de dictarse la sentencia.  

 

2. Por último, en lo atinente a la excepción de “prescripción” propuesta por el departamento del Valle 

del Cauca, se resalta que el estudio de esta excepción se encuentra supeditada al estudio del fondo 

del asunto, para determinar en primera medida si el demandante tiene derecho a la pretendida sanción 

moratoria, razón por la cual la decisión de esta excepción se pospondrá hasta el momento de 

emitirse la correspondiente sentencia, si a ello hubiere lugar.    

 

A continuación, habiéndose pasado a Despacho el proceso de la referencia a fin de fijar fecha y hora 

para la realización de la audiencia inicial, se observa que no hay lugar a ello, pues con la entrada en 

vigencia de la Ley 2080 de 20211, se pueden prescindir de las demás etapas procesales para dictar 

sentencia anticipada, veamos: 

 
1 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO 
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“Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: 

 

Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;  

 

b) Cuando no haya que practicar pruebas;  

 

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la 

contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;  

 

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 

haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y 

fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.” (Negrillas por fuera del texto).  

 

Atendiendo los postulados de la nueva norma, la cual resulta aplicable según los lineamientos del 

artículo 40 de la Ley 153 de 18872, en primer lugar, se efectuará el decreto de las pruebas aportadas 

a este proceso. 

 

En tal sentido y frente a las solicitudes probatorias realizadas por la parte demandante, de oficiar i) al 

departamento del Valle del Cauca y/o Secretaría de Educación a fin de que “se sirva certificar la fecha 

exacta en la que consignó como patrono de mi mandante las cesantías que corresponden al trabajo 

 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN MATERIA DE 

DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN ANTE LA JURISDICCIÓN” 
2 “Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde 

el momento en que deben empezar a regir. 

 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias 

iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, 

se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias 

o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda 

con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad.” 



realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, y ii) al Ministerio de 

Educación Nacional para que se sirva “certificar de mi mandante que labora en EL DEPARTAMENTO 

DEL VALLE DEL CAUCA, la fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al 

trabajo realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 

2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, debe explicarse que 

las negaciones indefinidas no admiten prueba, ya que con ello se invierte la carga de tal suerte que le 

corresponde a la contraparte demostrar lo contrario.  

 

Así las cosas, dentro del presente asunto se tiene que en el hecho “QUINTO” del libelo introductorio 

se afirma que “la entidad territorial y el MEN, no han procedido de manera efectiva a consignar ni los 

intereses a las cesantías, ni tampoco las cesantías que corresponde a su labor como servidor público 

del año 2020”. 

 

Habiéndose explicado lo anterior, basta con afirmar que no hubo consignación efectiva de las 

cesantías, pues con esta negación se invierte la carga de la prueba, correspondiéndole a la entidad 

demandada entrar a demostrar probatoriamente que sí cumplió con la consignación en tiempo 

oportuno, siendo ello así, este Juzgado denegará la solicitud probatoria por resultar superflua al 

proceso, pues no prestaría ningún servicio en la medida en que se dirige a acreditar una negación 

indefinida. 

 

Acto seguido, se fija el litigio en el presente asunto, el cual se contrae en establecer si el acto ficto 

demandado se encuentra viciado de nulidad y en consecuencia establecer si a la parte demandante 

le asiste el derecho a que se le reconozca y pague la sanción moratoria por la no consignación 

oportuna de las cesantías correspondientes a la vigencia 2020, de conformidad el artículo 99 de la Ley 

50 de 1990. 

 

De ser el caso, se estudiará si a la parte demandante le asiste el derecho a la indemnización por el 

pago tardío de los intereses a las cesantías, conforme al artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 

1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991. 

 

Finalmente se abordará el estudio de la falta de legitimación en la causa por pasiva propuesta por el 

Departamento del Valle del Cauca, y de ser el caso, si ha operado o no el fenómeno prescriptivo. 

 

Así mismo, se prescindirá de las demás etapas procesales a fin de emitir sentencia anticipada en 

forma escrita, y consecuencialmente se correrá traslado a las partes para alegar de conclusión por el 

término de diez (10) días, el cual comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, y 



durante el cual la representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo 

tiene. 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Guadalajara de Buga, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. - Tener por no contestada la demanda por la Nación - Ministerio de Educación - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), conforme se informó en la Constancia 

Secretarial del 27 de junio de 2023. 

 

SEGUNDO. - Aplazar hasta la sentencia la decisión de la excepción de “Falta de legitimación en la 

causa por pasiva” propuesta por el Departamento del Valle del Cauca, conforme se explicó en las 

consideraciones de este proveído. 

 

TERCERO. - Posponer hasta la sentencia la decisión de la excepción de “Prescripción” propuesta 

por el Departamento del Valle del Cauca, conforme se explicó en las consideraciones de este 

proveído.    

 

CUARTO. - Decretar como prueba los documentos acompañados con la demanda obrantes a fls. 55 

a 65 y 320 a 323 del archivo 002DemandaAnexos, los cuales serán valorados al momento de dictarse 

el fallo con el alcance que tengan. 

 

QUINTO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al departamento del Valle 

del Cauca a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de conformidad con 

lo analizado en la parte considerativa de este proveído.  

 

SEXTO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al Ministerio de Educación 

Nacional a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de conformidad con 

lo analizado en la parte considerativa de este proveído.  

 

SÉPTIMO. - Sin pruebas que decretar de la Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no contestó la demanda según lo hizo 

constar la Secretaría del Juzgado. 

 

OCTAVO. - Decretar como prueba el documento allegado con la contestación de la demanda por el 

departamento del Valle del Cauca, obrante a fl. 26 del archivo 007ContestacionDemanda, el cual será 
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valorado al momento de dictarse el fallo con el alcance que tenga. 

 

NOVENO. - Decretar como prueba los antecedentes administrativos aportados por el departamento 

del Valle del Cauca, obrantes en el archivo 008RespuestaSolicitudAntecedentesAdministrativos, los 

cuales serán valorados al momento de dictarse el fallo con el alcance que tengan. 

 

DÉCIMO. - Declarar fijado el litigio en los términos establecidos en la parte motiva de este proveído. 

 

UNDÉCIMO. - Prescindir de las demás etapas del proceso, de conformidad con los lineamientos 

previstos en el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado a dicho Estatuto por el artículo 42 

de la Ley 2080 de 2021. 

 

DUODÉCIMO. - Correr traslado a las partes para alegar de conclusión por el término de diez (10) 

días, término que comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, durante el 

cual la representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo tiene. Se 

advierte que los memoriales deberán ser allegados única y exclusivamente en medio digital, remitidos 

al correo electrónico j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co, lo anterior a fin de contribuir con la 

austeridad del gasto, reducir la asistencia al Despacho, facilitar el litigio y obtener los documentos 

digitalizados para la alimentación del expediente electrónico, el cual puede ser consultado en el SAMAI 

y en la página web del Despacho www.juzgado02adtivobuga.com.  

 

DECIMOTERCERO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderada judicial del 

departamento del Valle del Cauca a la Abogada Lía Patricia Pérez Carmona identificada con C.C. No. 

1.072.523.299 de San Antero (C.) y portadora de la T.P. No. 187.241 del C.S. de la J., de conformidad 

con el poder general conferido mediante la Escritura Pública No. 049 del 13 de enero de 2020 

protocolizada en la Notaría Sexta del Círculo de Cali. 

 

DECIMOCUARTO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderada judicial sustituta del 

departamento del Valle del Cauca, a la Abogada Silvia Patricia Zambrano Muentes, identificada con 

C.C. No. 1.067.402.104 y portadora de la T.P. No. 230.946 del C.S. de la J., en los términos y para los 

efectos dispuestos en el memorial de sustitución de poder allegado a este proceso, otorgado por la 

Abogada Lía Patricia Pérez Carmona en su calidad de apoderada principal del Ente Territorial. 

 

Elaboró: YDT 

Notifíquese y Cúmplase, 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GUADALAJARA DE BUGA (V.) 
 

Guadalajara de Buga (V.), veinticuatro (24) de julio de dos mil veintitrés (2023). 

 

Auto Interlocutorio No.   531 

RADICACIÓN:      76-111-33-33-002-2022-00601-00 
DEMANDANTE: MARÍA SOR ENITH MURILLO QUIÑONEZ 
  notificacionescartago@lopezquinteroabogados.com 
DEMANDADAS:  NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG) 
     notjudicial@fiduprevisora.com.co 
     DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA 
     njudiciales@valledelcauca.gov.co 
     silviazambranoabogada@gmail.com 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
 

 

Vencido como se encuentra el término otorgado a la parte demandada para contestar la demanda, 

procede el Despacho a resolver las excepciones previas y a analizar si hay lugar a pasar el proceso a 

sentencia anticipada. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 modificatoria del parágrafo 2° del artículo 175 de la Ley 1437 de 

2011, señala que “las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 

100, 101 y 102 del Código General del Proceso”; por su parte, el artículo 101 del CGP establece que 

“el juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la práctica de pruebas, antes de la 

audiencia inicial”. 

 

Siguiendo el trámite establecido por el Legislador en las normas en cita, procede el Despacho a 

pronunciarse sobre las excepciones propuestas como previas por las demandadas, resaltándose que 

no existen excepciones de esta naturaleza por resolver de la demandada Nación - Ministerio de 

Educación - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no 

contestó la demanda según lo hizo constar la Secretaría del Juzgado. 

 

Por parte del departamento del Valle del Cauca se proponen las siguientes: 
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1. “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, sustentada en que las pretensiones de la demanda 

carecen de causa y objeto, pues a su consideración el ente territorial no está llamado a responder por 

éstas, comoquiera que dicha atribución es de competencia del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio (Fomag) a través del Ministerio de Educación.  

 

2. “Prescripción”, sustentada en que lo pretendido en la demanda es prescriptible, en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 488 del C.S.T. y artículo 151 del C.P.L.  

 

Habiéndose corrido traslado de las excepciones previas propuestas conforme se informó en la 

Constancia Secretarial del 10 de julio de 2023, la apoderada judicial de la parte demandante guardó 

silencio al respecto.  

 

En tal sentido el Despacho procede a decidir lo atinente a las excepciones previas propuestas: 

 

1. Frente a la excepción de “falta de legitimación en la causa por pasiva” propuesta por el 

departamento del Valle del Cauca, el Despacho considera que es necesario abordar el estudio de 

fondo del proceso y en concreto profundizar sobre todo el marco normativo que regula la sanción 

moratoria generada por la no consignación oportuna de las cesantías, para determinar si la 

demandada se encuentra legitimada en la causa y si debe o no reconocer y pagar la sanción moratoria 

discutida por la parte demandante. 

 

Bajo ese entendido, el Despacho considera que para lograr determinar con plena certeza si a la 

demandada le asiste algún tipo de responsabilidad en el asunto, habría la necesidad de adentrarnos 

en un estudio más de fondo, lo cual no es propio de esta etapa previa del proceso, razón por la cual 

será aplazada la resolución de esta excepción previa hasta el momento de dictarse la sentencia.  

 

2. Por último, en lo atinente a la excepción de “prescripción” propuesta por el departamento del Valle 

del Cauca, se resalta que el estudio de esta excepción se encuentra supeditada al estudio del fondo 

del asunto, para determinar en primera medida si el demandante tiene derecho a la pretendida sanción 

moratoria, razón por la cual la decisión de esta excepción se pospondrá hasta el momento de 

emitirse la correspondiente sentencia, si a ello hubiere lugar.    

 

A continuación, habiéndose pasado a Despacho el proceso de la referencia a fin de fijar fecha y hora 

para la realización de la audiencia inicial, se observa que no hay lugar a ello, pues con la entrada en 

vigencia de la Ley 2080 de 20211, se pueden prescindir de las demás etapas procesales para dictar 

sentencia anticipada, veamos: 

 
1 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO 
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“Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: 

 

Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;  

 

b) Cuando no haya que practicar pruebas;  

 

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la 

contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;  

 

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 

haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y 

fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.” (Negrillas por fuera del texto).  

 

Atendiendo los postulados de la nueva norma, la cual resulta aplicable según los lineamientos del 

artículo 40 de la Ley 153 de 18872, en primer lugar, se efectuará el decreto de las pruebas aportadas 

a este proceso. 

 

En tal sentido y frente a las solicitudes probatorias realizadas por la parte demandante, de oficiar i) al 

departamento del Valle del Cauca y/o Secretaría de Educación a fin de que “se sirva certificar la fecha 

exacta en la que consignó como patrono de mi mandante las cesantías que corresponden al trabajo 

 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN MATERIA DE 

DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN ANTE LA JURISDICCIÓN” 
2 “Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde 

el momento en que deben empezar a regir. 

 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias 

iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, 

se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias 

o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda 

con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad.” 



realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, y ii) al Ministerio de 

Educación Nacional para que se sirva “certificar de mi mandante que labora en EL DEPARTAMENTO 

DEL VALLE DEL CAUCA, la fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al 

trabajo realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 

2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, debe explicarse que 

las negaciones indefinidas no admiten prueba, ya que con ello se invierte la carga de tal suerte que le 

corresponde a la contraparte demostrar lo contrario.  

 

Así las cosas, dentro del presente asunto se tiene que en el hecho “QUINTO” del libelo introductorio 

se afirma que “la entidad territorial y el MEN, no han procedido de manera efectiva a consignar ni los 

intereses a las cesantías, ni tampoco las cesantías que corresponde a su labor como servidor público 

del año 2020”. 

 

Habiéndose explicado lo anterior, basta con afirmar que no hubo consignación efectiva de las 

cesantías, pues con esta negación se invierte la carga de la prueba, correspondiéndole a la entidad 

demandada entrar a demostrar probatoriamente que sí cumplió con la consignación en tiempo 

oportuno, siendo ello así, este Juzgado denegará la solicitud probatoria por resultar superflua al 

proceso, pues no prestaría ningún servicio en la medida en que se dirige a acreditar una negación 

indefinida. 

 

Acto seguido, se fija el litigio en el presente asunto, el cual se contrae en establecer si el acto ficto 

demandado se encuentra viciado de nulidad y en consecuencia establecer si a la parte demandante 

le asiste el derecho a que se le reconozca y pague la sanción moratoria por la no consignación 

oportuna de las cesantías correspondientes a la vigencia 2020, de conformidad el artículo 99 de la Ley 

50 de 1990. 

 

De ser el caso, se estudiará si a la parte demandante le asiste el derecho a la indemnización por el 

pago tardío de los intereses a las cesantías, conforme al artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 

1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991. 

 

Finalmente se abordará el estudio de la falta de legitimación en la causa por pasiva propuesta por el 

Departamento del Valle del Cauca, y de ser el caso, si ha operado o no el fenómeno prescriptivo. 

 

Así mismo, se prescindirá de las demás etapas procesales a fin de emitir sentencia anticipada en 

forma escrita, y consecuencialmente se correrá traslado a las partes para alegar de conclusión por el 

término de diez (10) días, el cual comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, y 



durante el cual la representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo 

tiene. 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Guadalajara de Buga, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. - Tener por no contestada la demanda por la Nación - Ministerio de Educación - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no contestaron la misma 

conforme se informó en Constancia Secretarial del 27 de junio de 2023. 

 

SEGUNDO. - Aplazar hasta la sentencia la decisión de la excepción de “Falta de legitimación en la 

causa por pasiva” propuesta por el Departamento del Valle del Cauca, conforme se explicó en las 

consideraciones de este proveído. 

 

TERCERO. - Posponer hasta la sentencia la decisión de la excepción de “Prescripción” propuesta 

por el Departamento del Valle del Cauca, conforme se explicó en las consideraciones de este 

proveído.    

 

CUARTO. - Decretar como prueba los documentos acompañados con la demanda obrantes a fls. 55 

a 65 y 320 a 323 del archivo 002DemandaAnexos, los cuales serán valorados al momento de dictarse 

el fallo con el alcance que tengan. 

 

QUINTO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al departamento del Valle 

del Cauca a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de conformidad con 

lo analizado en la parte considerativa de este proveído.  

 

SEXTO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al Ministerio de Educación 

Nacional a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de conformidad con 

lo analizado en la parte considerativa de este proveído.  

 

SÉPTIMO. - Sin pruebas que decretar de la Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no contestó la demanda según lo hizo 

constar la Secretaría del Juzgado. 

 

OCTAVO. - Decretar como prueba el documento allegado con la contestación de la demanda por el 

departamento del Valle del Cauca, obrante a fl. 11 del archivo 007ContestacionDemandaPoder, el cual 
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será valorado al momento de dictarse el fallo con el alcance que tenga. 

 

NOVENO. - Decretar como prueba los antecedentes administrativos aportados por el departamento 

del Valle del Cauca, obrantes en el archivo 008RespuestaSolicitudAntecedentesAdministrativos, los 

cuales serán valorados al momento de dictarse el fallo con el alcance que tengan. 

 

DÉCIMO. - Declarar fijado el litigio en los términos establecidos en la parte motiva de este proveído. 

 

UNDÉCIMO. - Prescindir de las demás etapas del proceso, de conformidad con los lineamientos 

previstos en el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado a dicho Estatuto por el artículo 42 

de la Ley 2080 de 2021. 

 

DUODÉCIMO. - Correr traslado a las partes para alegar de conclusión por el término de diez (10) 

días, término que comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, durante el 

cual la representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo tiene. Se 

advierte que los memoriales deberán ser allegados única y exclusivamente en medio digital, remitidos 

al correo electrónico j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co, lo anterior a fin de contribuir con la 

austeridad del gasto, reducir la asistencia al Despacho, facilitar el litigio y obtener los documentos 

digitalizados para la alimentación del expediente electrónico, el cual puede ser consultado en el SAMAI 

y en la página web del Despacho www.juzgado02adtivobuga.com.  

 

DECIMOTERCERO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderada judicial del 

departamento del Valle del Cauca a la Abogada Lía Patricia Pérez Carmona identificada con C.C. No. 

1.072.523.299 de San Antero (C.) y portadora de la T.P. No. 187.241 del C.S. de la J., de conformidad 

con el poder general conferido mediante la Escritura Pública No. 049 del 13 de enero de 2020 

protocolizada en la Notaría Sexta del Círculo de Cali. 

 

DECIMOCUARTO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderada judicial sustituta del 

departamento del Valle del Cauca, a la Abogada Silvia Patricia Zambrano Muentes, identificada con 

C.C. No. 1.067.402.104 y portadora de la T.P. No. 230.946 del C.S. de la J., en los términos y para los 

efectos dispuestos en el memorial de sustitución de poder allegado a este proceso, otorgado por la 

Abogada Lía Patricia Pérez Carmona en su calidad de apoderada principal del Ente Territorial. 

 

Elaboró: YDT 

Notifíquese y Cúmplase, 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GUADALAJARA DE BUGA (V.) 
 

Guadalajara de Buga (V.), veinticuatro (24) de julio de dos mil veintitrés (2023). 

 

Auto Interlocutorio No.   532 

RADICACIÓN:      76-111-33-33-002-2022-00602-00 
DEMANDANTE: DIEGO JOSÉ PARRA MÉNDEZ 
  notificacionescartago@lopezquinteroabogados.com 
DEMANDADAS:  NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG) 
     notjudicial@fiduprevisora.com.co 
     procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 
     DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA 
     njudiciales@valledelcauca.gov.co 
     silviazambranoabogada@gmail.com 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
 

 

Vencido como se encuentra el término otorgado a la parte demandada para contestar la demanda, 

procede el Despacho a resolver las excepciones previas y a analizar si hay lugar a pasar el proceso a 

sentencia anticipada. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 modificatoria del parágrafo 2° del artículo 175 de la Ley 1437 de 

2011, señala que “las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 

100, 101 y 102 del Código General del Proceso”; por su parte, el artículo 101 del CGP establece que 

“el juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la práctica de pruebas, antes de la 

audiencia inicial”. 

 

Siguiendo el trámite establecido por el Legislador en las normas en cita, sería del caso que el 

Despacho procediera a pronunciarse sobre las excepciones propuestas como previas por las 

demandadas, sin embargo, se advierte que no existen excepciones de esta naturaleza por resolver en 

razón a que, de una parte, la Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio (Fomag) no propuso excepciones de este tipo en su contestación a la 

demanda; y de otra parte, el Departamento del Valle del Cauca a pesar de haber allegado correo 

electrónico enunciado como “Envío contestación de la demanda REF 2022-00602, poder y anexos”, 
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lo cierto es que el memorial de contestación de demanda adjunto, hace referencia a un proceso muy 

diferente y que se trámite ante otro Juzgado, conllevando a que en el presente asunto se tenga por no 

contestada la demanda de su parte. 

 

A continuación, habiéndose pasado a Despacho el proceso de la referencia a fin de fijar fecha y hora 

para la realización de la audiencia inicial, se observa que no hay lugar a ello, pues con la entrada en 

vigencia de la Ley 2080 de 20211, se pueden prescindir de las demás etapas procesales para dictar 

sentencia anticipada, veamos: 

 

“Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: 

 

Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;  

 

b) Cuando no haya que practicar pruebas;  

 

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la 

contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;  

 

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 

haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y 

fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.” (Negrillas por fuera del texto).  

 

Atendiendo los postulados de la nueva norma, la cual resulta aplicable según los lineamientos del 

artículo 40 de la Ley 153 de 18872, en primer lugar, se efectuará el decreto de las pruebas aportadas 

a este proceso. 

 
1 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN MATERIA DE 

DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN ANTE LA JURISDICCIÓN” 
2 “Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde 

el momento en que deben empezar a regir. 
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En tal sentido y frente a las solicitudes probatorias realizadas por la parte demandante, de oficiar i) al 

departamento del Valle del Cauca y/o Secretaría de Educación a fin de que “se sirva certificar la fecha 

exacta en la que consignó como patrono de mi mandante las cesantías que corresponden al trabajo 

realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, y ii) al Ministerio de 

Educación Nacional para que se sirva “certificar de mi mandante que labora en EL DEPARTAMENTO 

DEL VALLE DEL CAUCA, la fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al 

trabajo realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 

2020 en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, debe explicarse que 

las negaciones indefinidas no admiten prueba, ya que con ello se invierte la carga de tal suerte que le 

corresponde a la contraparte demostrar lo contrario.  

 

Así las cosas, dentro del presente asunto se tiene que en el hecho “QUINTO” del libelo introductorio 

se afirma que “la entidad territorial y el MEN, no han procedido de manera efectiva a consignar ni los 

intereses a las cesantías, ni tampoco las cesantías que corresponde a su labor como servidor público 

del año 2020”. (Negrilla del Despacho). 

  

Adicionalmente a ello, no debe pasarse por alto que de la lectura integral del escrito de contestación 

de la demanda efectuado por la Nación - Ministerio de educación - Fomag, se puede inferir que no 

cuentan con la prueba solicitada, dada la manifestación expresa sobre que “esta modalidad de 

administración, corresponde exclusivamente a las entidades administradoras de cesantías creadas 

por la Ley 50 de 1990, no así para el FOMAG, que se creó mediante la Ley 91 de 1989 bajo el principio 

de unidad de caja y, por tanto, las cesantías de los docentes no se administran en cuentas 

individuales”.  

 

Habiéndose explicado lo anterior, basta con afirmar que no hubo consignación efectiva de las 

cesantías, pues con esta negación se invierte la carga de la prueba, correspondiéndole a la entidad 

demandada entrar a demostrar probatoriamente que sí cumplió con la consignación en tiempo 

oportuno, siendo ello así, este Juzgado denegará la solicitud probatoria por resultar superflua al 

proceso, pues no prestaría ningún servicio en la medida en que se dirige a acreditar una negación 

indefinida. 

 
 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias 

iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, 

se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias 

o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda 

con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad.” 



 

Acto seguido, se fija el litigio en el presente asunto, el cual se contrae en establecer si el acto ficto 

demandado se encuentra viciado de nulidad y en consecuencia establecer si a la parte demandante 

le asiste el derecho a que se le reconozca y pague la sanción moratoria por la no consignación 

oportuna de las cesantías correspondientes a la vigencia 2020, de conformidad el artículo 99 de la Ley 

50 de 1990. 

 

De ser el caso, se estudiará si a la parte demandante le asiste el derecho a la indemnización por el 

pago tardío de los intereses a las cesantías, conforme al artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 

1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991. 

 

Así mismo, se prescindirá de las demás etapas procesales a fin de emitir sentencia anticipada en 

forma escrita, y consecuencialmente se correrá traslado a las partes para alegar de conclusión por el 

término de diez (10) días, el cual comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, y 

durante el cual la representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo 

tiene. 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Guadalajara de Buga, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. - Tener por no contestada la demanda por el Departamento del Valle del Cauca, 

comoquiera que el memorial allegado como contestación corresponde a otro proceso que se tramita 

ante otro Juzgado. 

  

SEGUNDO. - Decretar como prueba los documentos acompañados con la demanda obrantes a fls. 5 

a 13 y 269 a 272 del archivo 002DemandaAnexos, así como los obrantes a fls. 56 a 64 del archivo 

006SubsanacionDemanda, los cuales serán valorados al momento de dictarse el fallo con el alcance 

que tengan. 

 

TERCERO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al Departamento del 

Valle del Cauca a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de 

conformidad con lo analizado en la parte considerativa de este proveído.  

 

CUARTO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al Ministerio de 

Educación Nacional a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de 

conformidad con lo analizado en la parte considerativa de este proveído.  
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QUINTO. - Sin pruebas que decretar de la Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que a pesar de enunciar en su 

contestación de la demanda aportar unas pruebas documentales, las mismas no fueron anexadas. 

 

SEXTO. - Sin pruebas que decretar del Departamento del Valle del Cauca, al tenerse por no 

contestada la demanda. 

 

SÉPTIMO. - Declarar fijado el litigio en los términos establecidos en la parte motiva de este proveído. 

 

OCTAVO. - Prescindir de las demás etapas del proceso, de conformidad con los lineamientos 

previstos en el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado a dicho Estatuto por el artículo 42 

de la Ley 2080 de 2021. 

 

NOVENO. - Correr traslado a las partes para alegar de conclusión por el término de diez (10) días, 

término que comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, durante el cual la 

representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo tiene. Se advierte 

que los memoriales deberán ser allegados única y exclusivamente en medio digital, remitidos al correo 

electrónico j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co, lo anterior a fin de contribuir con la austeridad 

del gasto, reducir la asistencia al Despacho, facilitar el litigio y obtener los documentos digitalizados 

para la alimentación del expediente electrónico, el cual puede ser consultado en el SAMAI y en la 

página web del Despacho www.juzgado02adtivobuga.com.  

 

DÉCIMO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderada judicial de la demandada 

Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), 

a la Abogada Catalina Celemín Cardoso, identificada con C.C. No. 1.110.453.991 y portadora de la 

T.P. No. 201.409 del C.S. de la J., de conformidad con el poder general conferido mediante la Escritura 

Pública No. 0129 protocolizada el 19 de enero de 2023 en la Notaría Veintisiete del Círculo de Bogotá 

D.C.  

 

UNDÉCIMO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderad judicial sustituto de la 

demandada Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio (Fomag), al Abogado Julián Ernesto Lugo Rosero, identificado con C.C. No. 1.018.448.075 

y portador de la T.P. No. 326.858 del C.S. de la J., en los términos y para los efectos dispuestos en el 

memorial de sustitución de poder allegado a este proceso, otorgado por la Abogada Catalina Celemín 

Cardoso en su calidad de apoderado principal de la Entidad.   
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DUODÉCIMO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderada judicial del 

departamento del Valle del Cauca a la Abogada Lía Patricia Pérez Carmona identificada con C.C. No. 

1.072.523.299 de San Antero (C.) y portadora de la T.P. No. 187.241 del C.S. de la J., de conformidad 

con el poder general conferido mediante la Escritura Pública No. 049 del 13 de enero de 2020 

protocolizada en la Notaría Sexta del Círculo de Cali. 

 

DECIMOTERCERO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderada judicial sustituta 

del departamento del Valle del Cauca, a la Abogada Silvia Patricia Zambrano Muentes, identificada 

con C.C. No. 1.067.402.104 y portadora de la T.P. No. 230.946 del C.S. de la J., en los términos y 

para los efectos dispuestos en el memorial de sustitución de poder allegado a este proceso, otorgado 

por la Abogada Lía Patricia Pérez Carmona en su calidad de apoderada principal del Ente Territorial. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GUADALAJARA DE BUGA (V.) 
 

Guadalajara de Buga (V.), veinticuatro (24) de julio de dos mil veintitrés (2023). 

 

Auto Interlocutorio No.   533 

RADICACIÓN:      76-111-33-33-002-2022-00617-00 
DEMANDANTE: MARÍA MÓNICA HOLGUÍN ROJAS 
  notificacionescartago@lopezquinteroabogados.com 
DEMANDADOS:  NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO (FOMAG) 
  notjudicial@fiduprevisora.com.co 
  procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 
   MUNICIPIO DE TULUÁ (V.) 
     juridico@tulua.gov.co 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
 

 

Vencido como se encuentra el término otorgado a la parte demandada para contestar la demanda, 

procede el Despacho a resolver las excepciones previas y a analizar si hay lugar a pasar el proceso a 

sentencia anticipada. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 modificatoria del parágrafo 2° del artículo 175 de la Ley 1437 de 

2011, señala que “las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 

100, 101 y 102 del Código General del Proceso”; por su parte, el artículo 101 del CGP establece que 

“el juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la práctica de pruebas, antes de la 

audiencia inicial”. 

 

Siguiendo el trámite establecido por el Legislador en las normas en cita, procede el Despacho a 

pronunciarse sobre las excepciones propuestas como previas por las demandadas, resaltándose que 

no existen excepciones de esta naturaleza por resolver de la demandada Nación - Ministerio de 

Educación - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no 

contestó la demanda según lo hizo constar la Secretaría del Juzgado. 

 

Por parte del municipio de Tuluá (V.) se propusieron las siguientes: 
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1. “Caducidad de la Acción”, sustentada en que, tal y como se afirma en el hecho sexto del escrito de 

contestación de la demanda, no es cierto que se haya configurado un acto administrativo ficto por 

parte del municipio de Tuluá (V.), toda vez que frente a la petición de reconocimiento de sanción 

moratoria radicada el 27 de julio de 2022 ante la Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag) y con copia al municipio de Tuluá (V.), a la cual le 

correspondió el Radicado No. TUL2022ER006592, se tiene que dicho Ente Territorial si dio respuesta 

el día 16 de agosto de 2022 bajo el Radicado No. TUL2022EE014766.  

 

Se señala que con la referida respuesta proferida por la Secretaria de Educación, se acreditó la 

declaración de voluntad de la administración tendiente a producir efectos jurídicos, donde se le advirtió 

a la peticionaria que a la Entidad no le asiste competencia para hacer el reconocimiento de lo 

pretendido, toda vez que, de conformidad con lo estipulado en la Ley 91 de 1989, el Acuerdo 039 de 

1998, el Decreto 2831 de 2005, el Decreto 1272 de 2018 y el Comunicado No. 008 del 11 de diciembre 

de 2020 expedido por el Fomag, es este Fondo quien está a cargo del pago de cesantías e intereses 

a las cesantías de los docentes a través de la Fiduprevisora S.A., de acuerdo al procedimiento y el 

cronograma establecido por el Fomag, por lo cual no se accedió a lo solicitado y por competencia se 

remitió la solicitud ante la Fiduprevisora S.A.. Indicándose además que dicha respuesta fue recibida 

por el usuario de la Abogada Laura Pulido Salgado en el Sistema de Atención al Cliente (SAC) del 

Ministerio de Educación y adicionalmente se le envió de manera automática por el sistema SAC y vía 

email al correo electrónico de la referida apoderada. 

 

Siendo ello así, reitera que no existe el supuesto acto administrativo ficto, comoquiera que, con las 

actuaciones realizadas por la Entidad Territorial demandada se dio efectiva contestación a las 

peticiones elevadas por la parte actora, incluso, con una remisión de su solicitud por el factor de 

competencia al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag). 

 

Advierte que, la apoderada judicial de la parte actora conocía de la decisión de la Secretaría de 

Educación, esto es, la respuesta emitida el 16 de agosto de 2022 por el Ente Territorial - Secretaría 

Municipal de Educación, bajo el Radicado No. TUL2022EE014766, pero omitió agotar la vía 

administrativa como requisito formal para acudir ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa con 

la finalidad de pretender la nulidad del mencionado acto administrativo; así las cosas, la parte 

demandante tenía 4 meses contados a partir de la notificación del acto administrativo para ejercer la 

acción de nulidad y restablecimiento del derecho, esto es, hasta el 16 de diciembre de 2022 pero en 

los documentos que acompañan la demanda no se acreditó haber agotado la vía administrativa, por 

lo tanto, ya se encuentra fenecido o caducado el término perentorio establecido para ejercer la acción 

ante esta jurisdicción.  

 



Concluye entonces que para el acto administrativo antes descrito operó la caducidad de la acción ya 

que a la fecha transcurrieron más de cuatro meses desde la notificación del mismo, tal como lo señala 

la norma. 

 

2. “Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva”, sustentada en que el municipio de Tuluá (V.) no es 

el llamado a responder por las presuntas declaraciones y condenas solicitadas por la parte actora, 

dado que el Ente Territorial no ha ocasionado perjuicio alguno a la parte demandante por acción u 

omisión. 

 

De igual manera, señala que, de conformidad con la normativa vigente para el pago de las 

prestaciones sociales del personal docente, el municipio de Tuluá (V.) - Secretaría de Educación 

Municipal es el encargado de liquidar y reportar a la Fiduprevisora S.A. las cesantías e intereses a las 

cesantías anualmente, sin embargo, no es la entidad encargada de realizar el pago de la respectiva 

prestación. 

 

3. “Prescripción”, sustentada en que lo pretendido en la demanda es prescriptible, en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968.  

 

Habiéndose corrido traslado de las excepciones previas propuestas conforme se informó en la 

Constancia Secretarial, la parte actora guardó silencio al respecto.  

 

En tal sentido el Despacho procede a decidir lo atinente a las excepciones previas propuestas: 

 

1. Frente a la excepción de caducidad propuesta por el municipio de Tuluá (V.), sustentada en que 

debió de demandarse el acto administrativo expreso por el cual dicho Ente Territorial dio una respuesta 

de fondo a la petición radicada el 27 de julio de 2022, mediante el cual se solicitaba el reconocimiento 

y pago en favor de la peticionaria, de la sanción moratoria por la no consignación oportuna de las 

cesantías correspondientes a la vigencia 2020 de conformidad con lo normado en el artículo 99 de la 

Ley 50 de 1990, este Despacho verifica que con las contestaciones de la demanda allegadas por las 

demandadas, no se acredita de manera alguna lo manifestado en la presente excepción por el 

municipio de Tuluá (V.). 

 

Se explica que en este caso se demanda un acto administrativo ficto producto del silencio 

administrativo negativo, el cual puede ser demandado en cualquier tiempo, de conformidad con el 

literal d) del numeral 1° del artículo 164 del CPACA, del siguiente tenor: 

  

“Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser presentada: 
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1. En cualquier tiempo, cuando: 

 

(...) 

 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo;” (Negrilla del Despacho). 

 

Además, se explica que las negaciones indefinidas no admiten prueba, ya que con ello se invierte la 

carga de la prueba, de tal suerte que es a la contraparte a quien le corresponde demostrar lo contrario. 

 

Habiéndose explicado lo anterior, para demandar el acto ficto producto del silencio administrativo 

negativo, basta con allegar la petición radicada ante la administración, y afirmar que no hubo respuesta 

al respecto, pues con esta negación indefinida se invierte la carga de la prueba, correspondiéndole a 

la entidad demandada entrar a demostrar probatoriamente que sí emitió el pronunciamiento expreso 

y que éste quedó legalmente notificado al peticionario, aspectos tales que no fueron acreditados de 

ninguna manera por las aquí demandadas en sus respuestas allegadas. 

 

Conforme a lo expuesto este Juzgado negará la excepción de caducidad propuesta. 

 

2. Frente a la excepción de “Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva” propuesta por el municipio 

de Tuluá (V.), el Despacho considera que es necesario abordar el estudio de fondo del proceso y en 

concreto profundizar sobre todo el marco normativo que regula la sanción moratoria generada por la 

no consignación oportuna de las cesantías, para determinar si la demandada se encuentra legitimada 

en la causa y si debe o no reconocer y pagar la sanción moratoria discutida por la parte demandante.  

 

Bajo ese entendido, el Despacho considera que para lograr determinar con plena certeza si a la 

demandada le asiste algún tipo de responsabilidad en el asunto, habría la necesidad de adentrarnos 

en un estudio más de fondo, lo cual no es propio de esta etapa previa del proceso, razón por la cual 

será aplazada la resolución de esta excepción previa hasta el momento de dictarse la sentencia.  

 

3. Por última, en lo atinente a la excepción de “prescripción” propuesta por el municipio de Tuluá (V.), 

se resalta que el estudio de esta excepción se encuentra supeditada al estudio del fondo del asunto, 

para determinar en primera medida si el demandante tiene derecho a la pretendida sanción moratoria, 

razón por la cual la decisión de esta excepción se pospondrá hasta el momento de emitirse la 

correspondiente sentencia, si a ello hubiere lugar. 

 



A continuación, habiéndose pasado a Despacho el proceso de la referencia a fin de fijar fecha y hora 

para la realización de la audiencia inicial, se observa que no hay lugar a ello, pues con la entrada en 

vigencia de la Ley 2080 de 20211, se pueden prescindir de las demás etapas procesales para dictar 

sentencia anticipada, veamos: 

 

“Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente tenor: 

 

Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 

 

1. Antes de la audiencia inicial:  

 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;  

 

b) Cuando no haya que practicar pruebas;  

 

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la 

contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;  

 

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.  

 

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 

haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y 

fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.” (Negrillas por fuera del texto).  

 

Atendiendo los postulados de la nueva norma, la cual resulta aplicable según los lineamientos del 

artículo 40 de la Ley 153 de 18872, en primer lugar, se efectuará el decreto de las pruebas aportadas 

a este proceso. 

 
1 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN MATERIA DE 
DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN ANTE LA JURISDICCIÓN” 
2 “Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde 
el momento en que deben empezar a regir. 
 
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias 
iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, 
se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias 
o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 
 
La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda 
con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad.” 



 

En tal sentido y frente a las solicitudes probatorias realizadas por la parte demandante, de oficiar i) al 

municipio de Tuluá (V.) y/o Secretaría de Educación a fin de que “se sirva certificar la fecha exacta en 

la que consignó como patrono de mi mandante las cesantías que corresponden al trabajo realizado 

como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 en el Fomag, 

y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, y ii) al Ministerio de Educación Nacional 

para que se sirva “certificar de mi mandante que labora en LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL 

MUNICIPIO DE TULUÁ, la fecha exacta en la que consignó las cesantías que corresponden al trabajo 

realizado como docente oficial al servicio de esta entidad territorial durante la vigencia del año 2020 

en el Fomag, y el valor específico pagado por este concepto en esa fecha”, debe explicarse que las 

negaciones indefinidas no admiten prueba, ya que con ello se invierte la carga de tal suerte que le 

corresponde a la contraparte demostrar lo contrario.  

 

Así las cosas, dentro del presente asunto se tiene que en el hecho “QUINTO” del libelo introductorio 

se afirma que “la entidad territorial y el MEN, no han procedido de manera efectiva a consignar ni los 

intereses a las cesantías, ni tampoco las cesantías que corresponde a su labor como servidor público 

del año 2020”. 

 

Habiéndose explicado lo anterior, basta con afirmar que no hubo consignación efectiva de las 

cesantías, pues con esta negación se invierte la carga de la prueba, correspondiéndole a la entidad 

demandada entrar a demostrar probatoriamente que sí cumplió con la consignación en tiempo 

oportuno, siendo ello así, este Juzgado denegará la solicitud probatoria por resultar superflua al 

proceso, pues no prestaría ningún servicio en la medida en que se dirige a acreditar una negación 

indefinida. 

 

Acto seguido, se fija el litigio en el presente asunto, el cual se contrae en establecer si el acto ficto 

demandado se encuentra viciado de nulidad y en consecuencia establecer si a la parte demandante 

le asiste el derecho a que se le reconozca y pague la sanción moratoria por la no consignación 

oportuna de las cesantías correspondientes a la vigencia 2020, de conformidad el artículo 99 de la Ley 

50 de 1990. 

 

De ser el caso, se estudiará si a la parte demandante le asiste el derecho a la indemnización por el 

pago tardío de los intereses a las cesantías, conforme al artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 

1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991. 

 

Finalmente se abordará el estudio de la falta de legitimación en la causa por pasiva propuesta por el 

municipio de Tuluá (V.) y de ser el caso, si ha operado o no el fenómeno prescriptivo.   



 

Así mismo, se prescindirá de las demás etapas procesales a fin de emitir sentencia anticipada en 

forma escrita, y consecuencialmente se correrá traslado a las partes para alegar de conclusión por el 

término de diez (10) días, el cual comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, y 

durante el cual la representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo 

tiene. 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Guadalajara de Buga, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. - Tener por no contestada la demanda por la Nación - Ministerio de Educación - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), conforme se informó en la Constancia 

Secretarial del 28 de junio de 2023. 

 

SEGUNDO. - Declarar no probada la excepción de “caducidad” propuesta por el municipio de Tuluá 

(V.), conforme se analizó en las consideraciones de este proveído. 

 

TERCERO. - Aplazar hasta la sentencia la decisión de la excepción de “Falta de legitimación en la 

causa por pasiva” propuesta por el municipio de Tuluá (V.), conforme se explicó en las consideraciones 

de este proveído. 

 

CUARTO. - Posponer hasta la sentencia la decisión de la excepción de “Prescripción” propuesta por 

el municipio de Tuluá (V.), conforme se explicó en las consideraciones de este proveído.    

 

QUINTO. - Decretar como prueba los documentos acompañados con la demanda obrantes a fls. 55 

a 63 y 315 a 318 del archivo 002DemandaAnexos, los cuales serán valorados al momento de dictarse 

el fallo con el alcance que tengan. 

 

SEXTO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al municipio de Tuluá (V.) 

a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de conformidad con lo 

analizado en la parte considerativa de este proveído.  

 

SÉPTIMO. - Denegar la solicitud probatoria de la parte demandante de oficiar al Ministerio de 

Educación Nacional a fin de que remita certificación, por resultar manifiestamente superflua de 

conformidad con lo analizado en la parte considerativa de este proveído.  
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OCTAVO. - Sin pruebas que decretar de la Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio (Fomag), comoquiera que no contestó la demanda según lo hizo 

constar la Secretaría del Juzgado.  

 

NOVENO. - Decretar como prueba los documentos acompañados con la contestación de la demanda 

por el municipio de Tuluá (V.), obrantes a fls. 19 a 25 del archivo 007ContestacionDemanda, los cuales 

serán valorados al momento de dictarse el fallo con el alcance que tengan. 

 

DÉCIMO. - Decretar como prueba los antecedentes administrativos aportados con la contestación de 

la demanda por el municipio de Tuluá (V.), obrantes a fl. 18 del archivo 007ContestacionDemanda, los 

cuales serán valorados al momento de dictarse el fallo con el alcance que tengan. 

 

UNDÉCIMO. - Declarar fijado el litigio en los términos establecidos en la parte motiva de este 

proveído. 

 

DUODÉCIMO. - Prescindir de las demás etapas del proceso, de conformidad con los lineamientos 

previstos en el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, adicionado a dicho Estatuto por el artículo 42 

de la Ley 2080 de 2021. 

 

DECIMOTERCERO. - Correr traslado a las partes para alegar de conclusión por el término de diez 

(10) días, término que comenzará a correr una vez quede ejecutoriado el presente auto, durante 

el cual la representante del Ministerio Público podrá emitir concepto al respecto, si a bien lo tiene. Se 

advierte que los memoriales deberán ser allegados única y exclusivamente en medio digital, remitidos 

al correo electrónico j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co, lo anterior a fin de contribuir con la 

austeridad del gasto, reducir la asistencia al Despacho, facilitar el litigio y obtener los documentos 

digitalizados para la alimentación del expediente electrónico, el cual puede ser consultado en el SAMAI 

y en la página web del Despacho www.juzgado02adtivobuga.com.  

 

DECIMOCUARTO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderado judicial principal y 

suplentes respectivamente, del demandado municipio de Tuluá (V.) a los Abogados Alonso Betancourt 

Chávez, identificado con C.C. No. 94.367.905 y portador de la T.P. No. 129.431 del C.S. de la J., 

Yurany Hincapié Velásquez, identificada con C.C. No. 38.793.503 y portadora de la T.P. No. 170.884 

del C.S. de la J., Lisseth Katerine Lagos Villota, identificada con la C.C. No. 1.128.435.080 y portadora 

de la T.P. No. 306.295 del C.S. de la J., y Estiven Dávalos González, identificado con la C.C. No. 

1.116.252.004 del C.S. de la J. y portador de la T.P. No. 305.547 del C.S. de la J., en los términos y 

para los efectos dispuestos en el memorial poder allegado con la contestación de la demanda. 

 

Elaboró: YDT 
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Notifíquese y Cúmplase, 
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Juan Miguel Martinez Londoño
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO  

DE GUADALAJARA DE BUGA (V.) 

 

 

Guadalajara de Buga (V.), veinticuatro (24) de julio de dos mil veintitrés (2023). 
 
 
Auto Interlocutorio No.   535 

RADICACIÓN:   76-111-33-33-002-2023-00086-00 
DEMANDANTE:   CARLOS ANDRES REBOLLEDO ESPINOZA  
     gestionesyseguroscali@gmail.com  
     eduar.quintero0463@correo.policia.gov.co  
DEMANDADO:  NACIÓN – INSTITUTO NACIONAL DE VIAS (INVIAS) 

njudiciales@invias.gov.co  
atencionciudadano@invias.gov.co  
AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA (ANI)  
buzonjudicial@ani.gov.co  
contactenos@ani.gov.co  
DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA  
njudiciales@valledelcauca.gov.co  
 PROYECTOS DE INFRAESTRUCTURA S.A. (PISA) 
pisa@pisa.com.co  

MEDIO DE CONTROL:   REPARACION DIRECTA  
 

 

Habiéndose subsanado oportunamente la demanda, y comoquiera que la  demanda actualmente 

reúne los requisitos exigidos en los artículos 161 y 162 del CPACA, así como en los establecidos en 

el numeral 8 del artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, y el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito 

de Guadalajara de Buga (V.) es competente para conocer de la misma en los términos del artículo 30 

de la Ley 2080 de 2021, a través del cual se modificó el artículo 155 del CPACA, se,  

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO.- Admitir en primera instancia la presente demanda de Reparación Directa  presentada 

por el señor Carlos Andrés Rebolledo Espinoza, a través de apoderado judicial en contra de la Nación, 

el Instituto Nacional de Vías (INVIAS), la Agencia Nacional de Infraestructura (ANI), rl Departamento 

del Valle del Cauca y la sociedad Proyectos de Infraestructura S.A. (PISA). 
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SEGUNDO.- Notificar personalmente esta providencia a todas las demandadas, al Ministerio Público 

y a la Agencia de Defensa Jurídica del Estado de conformidad con los artículos 197 y 199 del 

C.P.A.C.A., éste último modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, mediante mensaje 

dirigido al buzón de correo electrónico para notificaciones judiciales dispuesto para tal efecto por las 

entidades, mensaje que deberá identificar la notificación que se realiza y contener copia electrónica 

de la providencia a notificar. Al Ministerio Público y a la Agencia de Defensa Jurídica del Estado 

deberá anexárseles copia de la demanda y sus anexos, y del escrito de subsanación y sus 

anexos. 

 

TERCERO.- Conforme lo dispuesto en el artículo 172 del C.P.A.C.A., correr traslado de la demanda 

a todas las demandadas, al Ministerio Público y a la Agencia de Defensa Jurídica del Estado por el 

término de treinta (30) días, que de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del C.P.A.C.A., 

modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, “el traslado o los términos que conceda el auto 

notificado solo se empezarán a contabilizar a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del 

mensaje y el término respectivo empezará a correr a partir del día siguiente”.  

 

Durante este término, las demandadas deberán allegar la contestación de la demanda junto con todas 

las pruebas que tengan en su poder y que pretendan hacer valer dentro del proceso, todo ello remitido 

única y exclusivamente al siguiente correo electrónico: j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

Por el mismo medio, deberán allegar los documentos que acrediten la calidad de representante legal 

de la entidad o entidades demandadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 159 del 

C.P.A.C.A. Lo anterior a fin de contribuir con la austeridad del gasto, evitar la asistencia de los 

apoderados al Despacho, facilitar el litigio, y obtener los documentos digitalizados para la alimentación 

del expediente electrónico que puede ser consultado en el SAMAI o en la página web del Despacho 

www.juzgado02adtivobuga.com. 

 

CUARTO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderada judicial de la parte 

demandante, al Abogado Jhon Fernando Ortiz Ortiz identificado con cedula de ciudadanía No  C.C. 

No. 4.446.433 y portadora de la T.P. No. 161.759 del C.S. de la J., en los términos y para los efectos 

dispuestos en el memorial poder obrante en el expediente electrónico. 

 

Proyectó: JEGC 

Notifíquese y Cúmplase, 

 

Firmado Por:
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO  

DE GUADALAJARA DE BUGA (V.) 

 

 

Guadalajara de Buga (V.), veinticuatro (24) de julio de dos mil veintitrés (2023). 
 
 
Auto Interlocutorio No.   536 

RADICACIÓN:    76-111-33-33-002-2023-00095-00  
DEMANDANTE:  JHON GENER LOPEZ PEREZ  Y OTROS   

admon@lcbustamanteabogados.com   
info@lcbustamanteabogados.com   

DEMANDADO:  NACION - MINISTERIO DE TRANSPORTE   

notificacionesjudiciales@mintransporte.gov.co   
INSTITUTO NACIONAL DE VIAS INVIAS  (INVÍAS) 
njudiciales@invias.gov.co  
AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA (ANI) 
buzonjudicial@ani.gov.co   
MUNICIPIO DE GUADALAJARA DE BUGA   
notificaciones@buga.gov.co   
DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA   
njudiciales@valledelcauca.gov.co   
PROYECTOS DE INFRAESTRUCTURA S.A. (PISA)   
pisa@pisa.com.co   
MINISTERIO DE DEFENSA   
notificaciones.buga@mindefensa.gov.co   
EJERCITO NACIONAL   
div03@buzonejercito.mil.co   
POLICIA  NACIONAL  
deval.notificacion@policia.gov.co   

MEDIO DE CONTROL: REPARACION DIRECTA   
 

 

Habiéndose subsanado oportunamente la demanda, y comoquiera que la  demanda actualmente 

reúne los requisitos exigidos en los artículos 161 y 162 del CPACA, así como en los establecidos en 

el numeral 8 del artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, y el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito 

de Guadalajara de Buga (V.) es competente para conocer de la misma en los términos del artículo 30 

de la Ley 2080 de 2021, a través del cual se modificó el artículo 155 del CPACA, se admitirá la 

demanda. 

 

De otra parte, se tiene que a folio 7 del escrito de subsanación de la demanda, el apoderado judicial 

de los demandantes John Alejandro López Hernández,  Juan Camilo López Hernández, Rodrigo 

López Sánchez, Blanca Aurora Pérez de López, Daniela Jimena López Pérez, Alba Lucia López Pérez, 

Ana Ises López Pérez y Jhon Gener López Pérez solicita se conceda el amparo de pobreza. 
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Frente a tal solicitud y por remisión expresa del artículo 306 del CPACA en los aspectos no regulados 

en dicha normativa, los artículos 151 a 153 del CGP regulan lo concerniente a dicha institución 

procesal, en la que se establece los siguientes presupuestos para su concesión: 

 

“Artículo 151. Procedencia. Se concederá el amparo de pobreza a la persona que no se halle en 

capacidad de atender los gastos del proceso sin menoscabo de lo necesario para su propia 

subsistencia y la de las personas a quienes por ley debe alimentos, salvo cuando pretenda hacer 

valer un derecho litigioso a título oneroso. 

 

Artículo 152. Oportunidad, competencia y requisitos. El amparo podrá solicitarse por el presunto 

demandante antes de la presentación de la demanda, o por cualquiera de las partes durante el 

curso del proceso. 

 

El solicitante deberá afirmar bajo juramento que se encuentra en las condiciones previstas 

en el artículo precedente, y si se trata de demandante que actúe por medio de apoderado, 

deberá formular al mismo tiempo la demanda en escrito separado. 

 

Cuando se trate de demandado o persona citada o emplazada para que concurra al proceso, que 

actúe por medio de apoderado, y el término para contestar la demanda o comparecer no haya 

vencido, el solicitante deberá presentar, simultáneamente la contestación de aquella, el escrito de 

intervención y la solicitud de amparo; si fuere el caso de designarle apoderado, el término para 

contestar la demanda o para comparecer se suspenderá hasta cuando este acepte el encargo. 

 

Artículo 153. Trámite. Cuando se presente junto con la demanda, la solicitud de amparo se 

resolverá en el auto admisorio de la demanda.” (Negrillas por fuera de la norma.) 

 

De tal normativa se extrae, que la solicitud de amparo de pobreza debe ser presentada de manera 

formal, personal y afirmando bajo juramento que está en las condiciones previstas en el artículo 151 

del Código General del Proceso, pero que la misma no procede cuando se pretenda hacer valer un 

derecho litigioso a título oneroso. 

 

En tal sentido y comoquiera que el presente asunto de reparación directa pretende el reconocimiento 

de un derecho litigioso a título oneroso, la solicitud de amparo de pobreza aquí solicitada se torna 

improcedente, por lo que la misma deberá ser denegada. 

 

 



 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO.- Admitir en primera instancia la presente demanda de Reparación Directa  presentada 

por los señores John Alejandro López Hernández,  Juan Camilo López Hernández, Rodrigo López 

Sánchez, Blanca Aurora Pérez de López, Daniela Jimena López Pérez, Alba Lucia López Pérez, Ana 

Ises López Pérez y Jhon Gener López Pérez, en contra de la Nación - Ministerio de Transporte, el 

Instituto Nacional de Vías (INVIAS), la Agencia Nacional de Infraestructura (ANI), el municipio de 

Guadalajara de Buga, el Departamento del Valle del Cauca, la sociedad Proyectos de Infraestructura 

S.A. (Pisa), el Ministerio de Defensa - Ejército Nacional y la Policía  Nacional. 

 

SEGUNDO.- Notificar personalmente esta providencia a todas las demandadas, al Ministerio Público 

y a la Agencia de Defensa Jurídica del Estado de conformidad con los artículos 197 y 199 del 

C.P.A.C.A., éste último modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, mediante mensaje 

dirigido al buzón de correo electrónico para notificaciones judiciales dispuesto para tal efecto por las 

entidades, mensaje que deberá identificar la notificación que se realiza y contener copia electrónica 

de la providencia a notificar. Al Ministerio Público y a la Agencia de Defensa Jurídica del Estado 

deberá anexárseles copia de la demanda y sus anexos, y del escrito de subsanación y sus 

anexos. 

 

TERCERO.- Conforme lo dispuesto en el artículo 172 del C.P.A.C.A., correr traslado de la demanda 

a todas las demandadas, al Ministerio Público y a la Agencia de Defensa Jurídica del Estado por el 

término de treinta (30) días, que de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del C.P.A.C.A., 

modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, “el traslado o los términos que conceda el auto 

notificado solo se empezarán a contabilizar a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del 

mensaje y el término respectivo empezará a correr a partir del día siguiente”.  

 

Durante este término, las demandadas deberán allegar la contestación de la demanda junto con todas 

las pruebas que tengan en su poder y que pretendan hacer valer dentro del proceso, así mismo el 

correspondiente expediente administrativo, todo ello en medio digital remitido única y 

exclusivamente al siguiente correo electrónico: j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co. Por el 

mismo medio, deberán allegar los documentos que acrediten la calidad de representante legal de la 

entidad o entidades demandadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 159 del C.P.A.C.A. 

Lo anterior a fin de contribuir con la austeridad del gasto, evitar la asistencia de los apoderados al 
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Despacho, facilitar el litigio, y obtener los documentos digitalizados para la alimentación del expediente 

electrónico que puede ser consultado en la página web del Despacho www.juzgado02adtivobuga.com. 

 

CUARTO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderado judicial de la parte 

demandante, al Abogado Luis Carlos Bustamante identificado con cedula de ciudadanía No C.C. No. 

14.898.638 y portador de la T.P. No. 148.043 del C.S. de la J., en los términos y para los efectos 

dispuestos en el memorial poder obrante en el expediente electrónico. 

 

QUINTO. - Negar por improcedente la solicitud de amparo de pobreza realizada por los 

demandantes, de conformidad con los argumentos expuestos en la parte considerativa de este 

proveído. 

 

Proyectó: JEGC 

Notifíquese y Cúmplase, 

 

Firmado Por:

Juan Miguel Martinez Londoño

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

002
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO  

DE GUADALAJARA DE BUGA (V.) 

 

 

Guadalajara de Buga (V.), veinticuatro (24) de julio de dos mil veintitrés (2023). 
 
 
Auto Interlocutorio No.   537 

RADICACIÓN:    76-111-33-33-002-2023-00102-00  
DEMANDANTE:  JHON JAIME GARCIA ORTEGON   

abcontactojuridico@gmail.com  
DEMANDADO:   NACION- FISCALIA GENERAL DE LA NACION  

jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co  
MUNICIPIO DE GUADALAJARA DE BUGA   
notificaciones@buga.gov.co   

MEDIO DE CONTROL: REPARACION DIRECTA   
 

 

Habiéndose subsanado oportunamente la demanda, y comoquiera que la demanda actualmente reúne 

los requisitos exigidos en los artículos 161 y 162 del CPACA, así como en los establecidos en el 

numeral 8 del artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, y el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito 

de Guadalajara de Buga (V.) es competente para conocer de la misma en los términos del artículo 30 

de la Ley 2080 de 2021, a través del cual se modificó el artículo 155 del CPACA, se,  

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO.- Admitir en primera instancia la presente demanda de Reparación Directa  presentada 

por el señor Jhon Jaime García Ortegón , en contra de la Nación - Fiscalía General de la Nación y el 

municipio de Guadalajara de Buga (V.). 

 

SEGUNDO.- Notificar personalmente esta providencia a todas las demandadas, al Ministerio Público 

y a la Agencia de Defensa Jurídica del Estado de conformidad con los artículos 197 y 199 del 

C.P.A.C.A., éste último modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, mediante mensaje 

dirigido al buzón de correo electrónico para notificaciones judiciales dispuesto para tal efecto por las 

entidades, mensaje que deberá identificar la notificación que se realiza y contener copia electrónica 

de la providencia a notificar. Al Ministerio Público y a la Agencia de Defensa Jurídica del Estado 
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deberá anexárseles copia de la demanda y sus anexos, y del escrito de subsanación y sus 

anexos. 

 

TERCERO.- Conforme lo dispuesto en el artículo 172 del C.P.A.C.A., correr traslado de la demanda 

a todas las demandadas, al Ministerio Público y a la Agencia de Defensa Jurídica del Estado por el 

término de treinta (30) días, que de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del C.P.A.C.A., 

modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, “el traslado o los términos que conceda el auto 

notificado solo se empezarán a contabilizar a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del 

mensaje y el término respectivo empezará a correr a partir del día siguiente”.  

 

Durante este término, las demandadas deberán allegar la contestación de la demanda junto con todas 

las pruebas que tengan en su poder y que pretendan hacer valer dentro del proceso, todo ello en 

medio digital remitido única y exclusivamente al siguiente correo electrónico: 

j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co. Por el mismo medio, deberán allegar los documentos que 

acrediten la calidad de representante legal de la entidad o entidades demandadas, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 159 del C.P.A.C.A. Lo anterior a fin de contribuir con la austeridad del 

gasto, evitar la asistencia de los apoderados al Despacho, facilitar el litigio, y obtener los documentos 

digitalizados para la alimentación del expediente electrónico que puede ser consultado en el SAMAI o 

en la página web del Despacho www.juzgado02adtivobuga.com. 

 

CUARTO. - Reconocer personería para actuar en calidad de apoderado judicial de la parte 

demandante, al abogado Andrés Felipe Buitrago Orozco identificado con cedula de ciudadanía No 

C.C. No. 94.480.194 y portador de la T.P. No. 184.378 del C.S. de la J., en los términos y para los 

efectos dispuestos en el memorial poder obrante en el expediente electrónico. 

 

Proyectó: JEGC 

Notifíquese y Cúmplase, 

 

Firmado Por:

Juan Miguel Martinez Londoño

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

002

Buga - Valle Del Cauca
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GUADALAJARA DE BUGA (V.) 
 

Guadalajara de Buga (V.), veinticuatro (24) de julio de dos mil veintitrés (2023). 

 

Auto Interlocutorio No.  553 

RADICACIÓN:    76-111-33-33-002-2023-00104-00 
ACCIONANTES: JUNTA DE ACCIÓN COMUNAL DEL BARRIO TOMÁS URIBE URIBE 

chamorrofrancisco572@gmail.com 
funprodesec2022@gmail.com 
ariasgiraldoanalucia@hotmail.com 

ACCIONADAS:  CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DEL VALLE DEL CAUCA (CVC) 
– MUNICIPIO DE TULUÁ (V.) – CENTRO AGUAS S.A. E.S.P. 

ACCIÓN:      POPULAR  
 

 

Procede el Despacho a decidir sobre la solicitud del retiro de la demanda allegada al presente asunto 

dentro del término concedido para subsanar la misma. 

 

ANTECEDENTES 

 

Por Auto Interlocutorio No. 496 del 13 de julio de 2023, este Despacho resolvió inadmitir la acción 

popular de la referencia, en aras de que la parte actora acreditara el cumplimiento del requisito de 

procedibilidad de haber requerido previamente a cada una de las autoridades accionadas para que 

implementaran las medidas necesarias de protección de los derechos e intereses colectivos señalados 

como vulnerados. 

 

Mediante Constancia Secretarial antecedente se informó que dentro del término conferido para que 

se allegara la subsanación de la demanda, la parte actora allega solicitud de retiro de la acción popular. 

 

DE LA SOLICITUD DE RETIRO DE LA ACCIÓN 

 

La apoderada judicial de la parte actora, manifiesta en su memorial que: “solicito el retiro de la 

ACCIÓN POPULAR, ya que se debe corregir de acuerdo a lo señalado por su despacho, enviando 

nuevamente los oficios a las entidades demandadas, si bien es cierto existen oficios para el municipio 

de Tuluá a través de la Oficina de Infraestructura y para Centroaguas, no hay oficio a la CVC, por tanto 
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considero que debo atender lo señalado por el despacho y proceder al cumplimiento de los requisitos 

para volver a intentar interponer la acción” (Negrillas por fuera de la cita.) 

 

CONSIDERACIONES 

 

Atendiendo el carácter de constitucional que comprende las acciones populares, se hace relevante 

por esta Sede Judicial explicar la figura jurídica del retiro de la demanda, para lo cual también se 

deberá dar alcance a la figura del desistimiento de las pretensiones contempladas en nuestro 

ordenamiento jurídico y muy en especial para este tipo de acción. 

 

En tal sentido se tiene que la figura del retiro de la demanda se da cuando previo a haberse trabado 

la litis, esto es antes de haberse notificado la admisión de la demanda a la parte demandada, ésta es 

retirada por la parte demandante; por su parte, el desistimiento de las pretensiones de la demanda 

solo se puede dar luego de haberse trabado la litis, esto es luego de haberse notificado a la parte 

demandada del auto admisorio de la misma, condicionada, además, a que no se haya proferido 

sentencia que ponga fin al proceso; sin embargo, los efectos jurídicos que se generan entre una y otra 

son muy diferentes, pues con el retiro la parte demandante conserva la posibilidad de interponer 

nuevamente la demanda y con el desistimiento se renuncia a las pretensiones y se pone fin al proceso 

con efectos de cosa juzgada. 

 

Tanto la figura del retiro y del desistimiento, no se encuentran consagradas en la Ley 472 de 1998, 

normativa reguladora de las acciones populares y de grupo, por lo que en virtud de la remisión expresa 

de su artículo 44 en los aspectos no regulados en la misma, se aplicaran las disposiciones del CPACA 

o del CGP, dependiendo de la Jurisdicción que conozca la misma; por lo que en esta Jurisdicción el 

retiro de la demanda se encuentra consagrada en el artículo 174 del CPACA, que fue modificado por 

el artículo 36 de la Ley 2080 de 2021, establece: 

 

“Artículo 174. Retiro de la demanda. El demandante podrá retirar la demanda siempre que no se 

hubiere notificado a ninguno de los demandados ni al Ministerio Público.  

 

Si hubiere medidas cautelares practicadas, procederá el retiro, pero será necesario auto que lo 

autorice. En este se ordenará el levantamiento de aquellas y se condenará al demandante al pago 

de perjuicios, salvo acuerdo de las partes. El trámite del incidente para la regulación de tales 

perjuicios se sujetará a lo previsto en el artículo 193 de este código, y no impedirá el retiro de la 

demanda.” 

 



Sin embargo, frente al desistimiento de las pretensiones el CPACA no prevé normativa al respecto, 

razón por la cual, es del caso verificar lo regulado en el CGP en su artículo 314, que determina lo 

siguiente: 

 

“Artículo 314. Desistimiento de las pretensiones. El demandante podrá desistir de las pretensiones 

mientras no se haya pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento se 

presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante apelación de la sentencia o 

casación, se entenderá que comprende el del recurso. 

 

El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos casos en 

que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. El auto que 

acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 

 

Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo proviene de alguno de 

los demandantes, el proceso continuará respecto de las pretensiones y personas no comprendidas 

en él. 

 

En los procesos de deslinde y amojonamiento, de división de bienes comunes, de disolución o 

liquidación de sociedades conyugales o patrimoniales, civiles o comerciales, el desistimiento no 

producirá efectos sin la anuencia de la parte demandada, cuando esta no se opuso a la demanda, 

y no impedirá que se promueva posteriormente el mismo proceso. 

 

El desistimiento debe ser incondicional, salvo acuerdo de las partes, y sólo perjudica a la persona 

que lo hace y a sus causahabientes. 

 

El desistimiento de la demanda principal no impide el trámite de la reconvención, que continuará 

ante el mismo juez cualquiera que fuere su cuantía. 

 

Cuando el demandante sea la Nación, un departamento o municipio, el desistimiento deberá estar 

suscrito por el apoderado judicial y por el representante del Gobierno Nacional, el gobernador o el 

alcalde respectivo.” 

 

Pese a lo anterior, en lo que respecta a las acciones populares, el Consejo de Estado a través de su 

jurisprudencia ha reiterado que la figura del desistimiento de las pretensiones de la demanda no es 

procedente, en razón a que tal figura se opone a la naturaleza y finalidad de esta acción, pues con ella 

se pretende la protección de los derechos e intereses de la comunidad, desbordando los intereses 

personales o subjetivos de quien tuvo la iniciativa de interponer la demanda, pues éste se constituyó 



en garante de tales derechos e intereses de la colectividad que representa. Al efecto en Sentencia del 

10 de julio de 20031 señaló lo siguiente:  

 

“Sin embargo, a juicio de la Sala, el desistimiento de la demanda no es procedente en las 

acciones populares, por cuanto se opone a la naturaleza y finalidad de éstas, ya que en las 

acciones populares se persigue la protección de los derechos e intereses de una 

colectividad. 

 

Por consiguiente, si una persona tuvo la iniciativa de presentar una demanda en ejercicio de 

la acción popular, mal podría pensarse en la procedencia del desistimiento de la demanda 

si se atiende a la naturaleza de las pretensiones que se invocan en la misma, encaminadas 

a la protección de derechos colectivos que se encuentran en cabeza de una comunidad, a 

la que son vulnerados o amenazados como consecuencia de la acción u omisión de las 

autoridades públicas o de los particulares. 

 

(…) 

 

En síntesis, considera la Sala que la figura del desistimiento no tiene cabida en las acciones 

populares, en atención a la naturaleza colectiva de los derechos para cuya protección fueron 

instituidas aquellas por el constituyente, dado que su contenido y finalidad no es de orden 

personal o particular, sino, precisamente de naturaleza colectiva, de allí que la titularidad de 

dichas acciones sea igualmente popular.” (Se resalta.) 

 

Visto lo anterior, nada impide que, tratándose de acciones populares, se pueda retirar la demanda 

antes de la admisión de la misma, comoquiera que hasta dicho momento el Juez de conocimiento a 

la fecha no ha efectuado pronunciamiento sobre la admisibilidad, coligiéndose que la litis no se 

encuentra trabada y por ende es viable acceder a la solicitud de retiro de la acción popular. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Guadalajara de Buga, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. - Aceptar la solicitud de retiro de la demanda efectuada por la apoderada judicial de la 

parte accionante, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 

 

 
1 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Consejero Ponente: German Rodríguez Villamizar. Sentencia del 

10 de julio de 2003, Radicación No. 54001-23-31-000-2002-00183-01(AP). 



SEGUNDO. - Sin necesidad de ordenar la devolución de los documentos acompañados con la 

demanda, por tratarse de un proceso nativo digital.  

 

TERCERO. - En firme la presente providencia, hágase las constancias de rigor en el sistema de 

información de la Rama Judicial.  

  

Elaboró: YDT 

Notifíquese y Cúmplase, 

 

Firmado Por:

Juan Miguel Martinez Londoño

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

002

Buga - Valle Del Cauca
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE GUADALAJARA DE BUGA (V.) 
 

Guadalajara de Buga (V.), veinticuatro (24) de julio de dos mil veintitrés (2023). 

 

Auto Interlocutorio No.   539 

RADICACIÓN:      76-111-33-33-002-2023-00111-00 
DEMANDANTE: JELBERTH ANDRÉS DÍAZ CUBILLOS – YEINER ANDRÉS DÍAZ  
   BOLAÑOS – JESSER JESIT DÍAZ BOLAÑOS – JESSICA DINORA DÍAZ  
  GUERRA – VIVIANA ANDREA GUERRA MAYOR – JURIASLEDI  
  CUBILLOS CASTRO – YURANI ALEJANDRA ARCHILA CUBILLOS 

 marcoderecho11@gmail.com 

  diazjelberthandres@gmail.com  
  guerramayorvivianaandrea@gmail.com  
  yuricubillos9@gmail.com  
  yuranicubillos@hotmail.com  
DEMANDADAS:  NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCION EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACION JUDICIAL- FISCALIA GENERAL DE LA NACION – 
DEFENSORIA DEL PUEBLO  

  juridica@defensoria.gov.co  
MEDIO DE CONTROL:  REPARACION DIRECTA   
 

 

Habiéndose allegado subsanación de la demanda, se verifica que ésta no cumplió con la corrección 

frente a las inconsistencias advertidas en el Auto Interlocutorio No. 427 del 15 de junio de 2023; sin 

embargo, dichas inconsistencias no se pueden considerar como causales para rechazar el presente 

medio de control. 

 

Bajo ese entendido, la demanda reuniría los requisitos exigidos en los artículos 161 y 162 del CPACA, 

así como en los establecidos en el numeral 8° del artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, y que el Juzgado 

Segundo Administrativo del Circuito de Buga (V.) es competente para conocer de la misma en los 

términos del artículo 155 del CPACA, se 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. - Admitir en primera instancia la presente demanda de Reparación Directa, presentada a 

través de apoderada judicial por la señora Jelberth Andrés Díaz Cubillos – Yeiner Andrés Díaz, 

Bolaños – Jesser Jesit Díaz Bolaños – Jessica Dinora Díaz, Guerra – Viviana Andrea Guerra Mayor – 

Juriasledi, Cubillos Castro – Yurani Alejandra Archila Cubillos, en contra de la Nación – Rama Judicial 

– Dirección Ejecutiva de Administración Judicial - Fiscalía General de la Nación – Defensoría del 
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Pueblo. 

 

SEGUNDO. - Notificar personalmente esta providencia a las entidades demandadas, al Ministerio 

Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, de conformidad con lo dispuesto en 

los artículos 197 y 199 del CPACA, éste último modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, 

mediante mensaje dirigido al buzón de correo electrónico para notificaciones judiciales dispuesto para 

tal efecto por las entidades, mensaje que deberá identificar la notificación que se realiza y contener 

copia electrónica de la providencia a notificar. Al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado deberá anexársele copia de la demanda y sus anexos, así como de la subsanación 

y sus anexos.  

 

TERCERO. - Conforme lo dispuesto en el artículo 172 del CPACA, correr traslado de la demanda a 

todas  las entidades demandadas, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 

del Estado por el término de treinta (30) días, que de acuerdo a lo establecido en el artículo 199 del 

CPACA, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, “el traslado o los términos que conceda 

el auto notificado solo se empezarán a contabilizar a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío 

del mensaje y el término respectivo empezará a correr a partir del día siguiente”.  

 

CUARTO. - Durante este término, la parte demandada deberá allegar la contestación de la demanda, 

junto con todas las pruebas que tengan en su poder y que pretendan hacer valer dentro del proceso, 

única y exclusivamente al siguiente correo electrónico: j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co, 

lo anterior a fin de contribuir con la austeridad del gasto, disminuir la asistencia al Despacho, facilitar 

el litigio, y obtener los documentos digitalizados para la alimentación del expediente electrónico que 

puede ser consultado en el SAMAI y en la página web del Despacho www.juzgado02adtivobuga.com.   

 

Elaboró: JEGC 

Notifíquese y Cúmplase, 

 

Firmado Por:

Juan Miguel Martinez Londoño

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

002

Buga - Valle Del Cauca
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